Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 19 minutos.) 
La Comisión Especial de Servicios Públicos da la bienvenida a la representación de SUTEL. 


Antes de ingresar al tema que hoy nos ocupa, la Mesa deja constancia de que se ha incorporado la Carpeta N* 481/01 sobre 
funcionarios públicos, su incorporación a sociedades comerciales, estatales o con participación estatal, proyecto de ley con 
exposición de motivos presentado por los señores Senadores Gallinal, Heber y Larrañaga. 


Tiene la palabra la señora Presidenta de SUTEL. 


SEÑORA ZURANO.- Deseamos agradecer a esta Comisión Especial de Servicios Públicos la invitación de que fue objeto SUTEL 
para verter opinión sobre algo tan importante para nosotros, como lo que resumimos en el destino de ANTEL, Ente estatal de las 
Telecomunicaciones. 


Puntualmente, se nos requería opinión sobre dos proyectos de ley que están a estudio de esta Comisión, de los cuales se nos 
trasladaba el texto, pero de los que ya teníamos conocimiento. Uno de ellos tiene que ver con la derogación concreta de los 
artículos 612 y 613 y, el otro, con la modificación al artículo 612. 


Queremos destacar que, del análisis que hemos hecho de estos dos proyectos de ley, resulta absolutamente clara para nosotros la 
total coincidencia con la exposición de motivos -que se hace en la iniciativa de artículo único- que apunta a la derogación de los 
artículos 612 y 613. Prácticamente, en esa exposición de motivos se plantean los mismos argumentos que, hace ya unos cuantos 
meses, nuestro sindicato trasladaba a las respectivas Comisiones del Parlamento, tanto de la Cámara de Senadores como la de 
Representantes, que nos recibieron en ocasión de estudiar lo que en aquel entonces era el proyecto de ley de Presupuesto. Allí, 
básicamente, planteábamos estas mismas líneas argumentales que se reiteran en la exposición de motivos y que hacen a las 
características que hoy tiene ANTEL, a sus dimensiones, a su importancia estratégica, a la solidez económica y a la excelencia en 
lo que tiene que ver con la incorporación de nuevas tecnologías. Se planteaban indicadores de gestión que la posicionaban -y lo 
siguen haciendo- no sólo en América Latina sino en el mundo, en una situación ventajosa y, en concreto, también se hacía alusión 
a aspectos de inconstitucionalidad cuya aprobación hubiera implicado -estamos hablando de aquél momento, aunque ahora, para 
nosotros se trata de una realidad- un desconocimiento o una violación de la Constitución, así como la negación de lo que, 
claramente, había sido expresado por la población en el plebiscito de 1992. 


De más está decir que, compartiendo esa línea argumental, también estábamos de acuerdo con el hecho de que aquellos artículos 
no debían ser aprobados; por lo tanto, somos partidarios de su derogación. 


En el caso concreto del texto presentado por el señor Senador Michelini, con quien, inclusive, hemos tenido algunos niveles de 
diálogo más directo -y, por lo tanto, esto lo hemos expresado en forma personal- podemos decir que está claro que si bien la 
iniciativa establece algunas limitantes a lo que puede ser la aplicación rigurosa de lo que está planteado en el artículo 612, no 
elimina los riesgos -para nosotros, clarísimos- contenidos, fundamentalmente, en el artículo 613 en el sentido de que las áreas más 
rentables de ANTEL terminen pasando a manos privadas. En buen romance, la conclusión sencilla y directa de esto es que ese 
artículo 613 -como ya lo expresamos en aquél momento- permite mucho más que lo que el 612 expresa, con una claridad 
meridiana, en la medida en que, al mantener sólo el monopolio del Estado en la telefonía básica, innovando al estipular una 
definición que no existía -y que, incluso, puede ser objeto de distintas opiniones, puesto que es cuestionable- todos los demás 
sectores que allí no están mencionados pueden terminar transformándose en subsectores explotados en forma compartida con 
operadores privados, sin siquiera establecer no sólo mecanismos de control rigurosos, sino tampoco porcentajes mayoritarios 
definidos por parte del Estado. 


Por lo tanto, está claro para nosotros que los dos artículos que existen -hoy vigentes- en la Ley de Presupuesto, tienen efectos 
negativos, ya que su aplicación generaría dichos efectos en lo que tiene que ver con el futuro de ANTEL y, dada la importancia del 
Ente, con el destino del país. Así como en la discusión parlamentaria nosotros, infructuosamente, intentamos que los Legisladores 
O la mayoría de ellos, visualizaran los efectos negativos y los retiraran de la misma para posibilitar lo que entonces nosotros 
pedíamos -y seguimos haciéndolo, porque nos parece que es imprescindible- es decir, un debate serio y profundo en la sociedad, 
con los distintos actores, no solamente a nivel parlamentario -aunque fundamentalmente a ese nivel- sobre la política de 
telecomunicaciones, que es una política de Estado y que requiere, necesariamente, ser analizada, discutida y consensuada para 
que la situación del país en materia de telecomunicaciones no se pierda, sino que se mantenga y mejore aún. Nosotros suponemos 
que este es el objetivo que todos tenemos, aunque podemos diferir en los caminos para llegar a él y, en algunos casos, diferimos 
bastante. Entonces, está claro que SUTEL no ha variado esa posición; sigue entendiendo que esos artículos son perjudiciales y, 
por esta misma razón, ha sido una de las fuerzas impulsoras, en el seno del movimiento sindical, de la Comisión de Defensa del 
Patrimonio Nacional que, como es de conocimiento de los señores Senadores, está llevando a cabo una recolección de firmas para 
que, por el mecanismo del referéndum, se intente la derogación de los artículos. Por este motivo, resulta claro que para nosotros el 
cuidado, mejora y atención, seria y serena, de ANTEL no pasa por la aplicación de estos dos artículos sino, por el contrario, por su 
derogación para instalar ese ámbito que desde el año pasado venimos reclamando porque somos conscientes de que el área de 
las telecomunicaciones -como ya se ha dicho aquí, incluso por parte de voceros e integrantes del propio Directorio y de nosotros 
mismos, que también somos absolutamente conscientes de ello- está sometida a vertiginosos cambios. Como sindicato, no 
pensamos que todo lo que está hoy en ANTEL esté bien tal como está y tenga que continuar todo igual; estamos dispuestos, 
abiertos, y somos conscientes de que es necesario aplicar cambios. Es más; muchos de estos cambios los hemos reclamado 
durante largo tiempo y tienen que ver, inclusive, con aspectos que no están contemplados en los artículos y que hacen a la gestión, 
aun desde el ámbito cien por ciento público. Muchas veces, tal vez esa gestión no sea tan conocida o publicitada como lo que 
puede impactar la pérdida del monopolio en determinados sectores o como lo que puede asustar la existencia de competidores. No 
obstante ello, esta realidad ha tenido efectos tan negativos como los que se pueden dar de no efectuarse algunos cambios. La 


competencia es una realidad y el avance tecnológico otra, pero los aspectos negativos aplicados durante muchos años en la 
gestión del organismo también constituyen una realidad que ha sido contraproducente. En consecuencia, nosotros entendemos que 
estos aspectos también deben ser tenidos en cuenta para mejorar la situación de ANTEL. 


Por nuestra parte, seguimos considerando -seguramente esto ya está, a disposición de ustedes, publicado en la página web de 
ANTEL- el balance correspondiente al año 2000. Cuando realizamos la recorrida parlamentaria el año pasado, dejando -incluso- 
abundante documentación, aún no teníamos cerrado el presupuesto del año 2000. Sin embargo, esos datos ahora están, figuran 
las cifras y se pueden ir agregando, a la situación que planteábamos de consolidación económica, nuevos aportes -incluso mucho 
más altos que los anteriores- al Gobierno Central. Si ustedes observan ese balance del año 2000, pueden ver que se aportaron 
U$S 273:000.000 al Gobierno Central, que están divididos, tal como lo explica el balance, en U$S 180:000.000 que son retiros 
directos, de acuerdo a la Ley N* 16.170, de utilidades y U$S 93:000.000 que, de acuerdo con el Decreto N* 330/2000, son 
transferencias de certificados de depósitos constituidos en el Banco Central del Uruguay. A su vez, a esos U$S 273:000.000 que 
son transferencia directa al Banco Central, hay que agregarle los importes de IVA, IRIC, ICOME y el Impuesto al Patrimonio. Por 
todas esas vías, en el año 2000 llegamos a la cifra de U$S 529:000.000. 


Por otro lado, los ingresos por telefonía en el año 2000 fueron de $ 6.240:000.000, lo que indica que los ingresos por este concepto 
siguen siendo la parte más importante y significan el 63% de los ingresos. Dentro de esto está, también, considerada la telefonía 
internacional que es una de las áreas que está, de acuerdo con los artículos que se aprobaron, desmonopolizada y, por lo tanto, en 
riesgo de entrar en una situación de competencia inmediata con actores privados. 


Asimismo, los ingresos por la explotación de la telefonía celular han constituido el 26% del total de ingresos y el área de datos, que 
es otro sector de crecimiento que va a ser de importante impacto en los próximos años, representa un 6%. 


Estas cifras, que seguramente ya son de conocimiento de los señores Senadores, nos demuestran que seguimos teniendo una 
ANTEL sólida en el aspecto económico. Incluso, al final del balance se toman algunos indicadores de servicio, muy interesantes 
desde el punto de vista de la teledensidad, demanda insatisfecha, etcétera, y se ratifica que al cerrar el año 2000, desde el punto 
de vista de la calidad de los servicios brindados, se ha continuado en un nivel absolutamente aceptable y positivo. 


Sabemos de la intervención del Directorio en esta Comisión, la semana pasada, y en este momento somos conscientes de algunos 
argumentos que se plantean en torno a la defensa que hace el Directorio del artículo 613, como herramientas -dicho esto entre 
comillas- necesarias para trabajar, actuar o mantener a ANTEL de un modo acorde con la nueva situación que se vive desde el 
punto de vista de la competencia y de pérdida del monopolio. Sobre todo, se hace alusión a los tres sectores que están en la mira 
de las inversiones extranjeras privadas y que son: datos, telefonía internacional y telefonía celular. A este escenario se le agrega un 
nuevo actor, importante, que también fuera aprobado por este Parlamento dentro de la Ley de Presupuesto -a nuestro gusto, no 
con las características que hubiéramos deseado- y es la presencia del URSEC, organismo regulador. Dicho organismo se creó para 
regular, pero un poco tarde porque en algunas áreas de las telecomunicaciones ya se estaba trabajando en competencia y, de 
alguna forma, este organismo regulador, que recién empieza a definir políticas, se encuentra con un escenario que ya está 
encaminado. A nosotros nos preocupa mucho esto porque, obviamente, el rol que tiene que jugar ese organismo, de acuerdo a las 
gestiones que realice y a las definiciones que adopte, puede resultar, sin duda, perjudicial para ANTEL que en la órbita estatal, 
como se encuentra hoy, representa los intereses del país. De acuerdo con lo expresado por el Presidente del Ente, los accionistas 
del operador ANTEL somos todos, es el Estado. Por esta razón estamos mirando con mucha atención el rol que va a cumplir la 
URSEC y las medidas que se vayan adoptando. El propio Directorio de ANTEL todavía no tiene claro algunos aspectos acerca de 
cómo se va a empezar a regular, pero eso es algo fundamental y pensamos que los Legisladores tienen el rol de controlar el papel 
que va cumpliendo este organismo que fue consagrado por el voto de la mayoría parlamentaria dentro de la Ley de Presupuesto. 
Este es otro aspecto que consideramos que fue altamente inconveniente, en la medida en que todos los temas vinculados a 
telecomunicaciones se debieron haber discutido y analizado con menos celeridad y despojados o separados de la gran vorágine de 
temas que contiene, como es normal, todo presupuesto general de gastos de un nuevo gobierno que se instala. 


Para terminar, en lo que a mi respecta, quiero destacar que vemos con mucha preocupación alguno de los términos que se han 
usado en esta Sala por parte del Presidente de ANTEL, si bien son francos y ciertos, dibujan claramente las inmensas potestades 
que, más allá de las intenciones que pueden ser buenas, se le asigna a un Directorio de tres integrantes, con la sola facultad de 
supervisar eso por el Poder Ejecutivo, de acuerdo con lo resuelto y votado en el artículo 613. Una cosa es lo que alguien hoy pueda 
decir, comprometerse, jurar y hasta escribir, acerca de cuáles son sus intenciones -por ejemplo, que no quiero, no me interesa, no 
voy por el lado de hacer tal y cual cosa- y otra bien diferente es lo que efectivamente está consignado en la ley, porque eso es lo 
que nos rige. En tal sentido, las intenciones de hoy pueden cambiar mañana, así como se modifica rápidamente la situación de las 
telecomunicaciones, los plazos cortos de los que hablaba el Presidente de ANTEL, la volatilidad -palabra que él utilizó- de estos 
subsectores de las telecomunicaciones, sobre todo en lo que tiene que ver con datos, con Internet, con la telefonía celular, y con 
todo aquello que tiene un componente de nueva tecnología importante. Entonces, más allá de que se tengan muy buenas 
intenciones, el hecho de otorgar tantas potestades en manos de tan pocas personas -con absoluta prescindencia de control y de 
toma de decisiones por parte del que nosotros consideramos que es el organismo fundamental, es decir, el Parlamento, donde está 
la representación clarísima de la voluntad de la ciudadanía- es altamente peligroso. Aquí se habla de la necesidad diaria de asumir 
riesgos, pero con las cifras que hemos dado del Balance, pensamos que hay que ser mucho más cuidadosos. No estamos 
hablando de una empresa menor ni de una empresa cuyos riesgos, si se asumen y nos va mal, impacten poco en la economía del 
país. No nos corresponde a nosotros, porque no es nuestra especialidad, pero todos coincidimos en que el país está atravesando 
por una situación muy difícil. Entonces, más allá de la confianza que se pueda tener en determinadas personas, no se puede 
relegar tantas potestades en tan pocos y con tan pocos controles. Más allá de los aciertos que puntualmente se puedan tener, el 
mercado de las telecomunicaciones es muy delicado, muy cambiante y pensamos que los bienes de todos se deben manejar con el 
riguroso control que corresponde a fin de preservar el patrimonio que es de todos y no de los tres circunstanciales directores y, 
mucho menos, de quienes con un aval parlamentario se pudieran transformar mañana en nuevos directores. Por esta misma razón 
en aquel momento decíamos que el artículo 613 es un afiladísimo bisturí que puede llegar a causar tremendos daños de acuerdo a 
cómo se lo maneje. En ese sentido, ya lo advertíamos en ese entonces, puede quedar con una aplicación muy parcial, tal vez, 
otorgando algún cambio que pudiera ser beneficioso, pero la aplicación a fondo del artículo terminaría trayendo perjuicios serios a 
ANTEL y a el país. Por otra parte, ha sido clarísimo el señor Bracco cuando expresó que las herramientas que se necesitan son de 
la mayor inespecificidad posible. Esto quiere decir que hay que tener las manos bien libres, poco atadas, escaso acotamiento de 
finalidades de controles. Dicha inespecificidad que hoy se reclama con argumentos que tienen que ver con el mercado, con la 


necesidad diaria de analizar alianzas, incorporar tecnología, efectuar compras, mover personal o tomar nuevos funcionarios, lleva 
justamente a manejar esas multimillonarias cifras que contiene el Balance. Nos parece que es importante tener herramientas 
apropiadas a las características del mercado pero nunca tan abiertas y tan amplias que puedan poner en riesgo no sólo el futuro de 
ANTEL sino el impacto producido por los malos negocios y los riesgos no excesivamente acotados que se corran en la economía 
de un país que está en crisis. 


SEÑOR URIARTE.- Hemos leído la versión taquigráfica de las palabras que el señor Bracco manifestó en esta Comisión y las 
declaraciones en la prensa. Una de las preocupaciones que queremos hacer llegar a la Comisión es que ya ha comenzado a 
instrumentarse el artículo 613 y se han creado, en particular, dos sociedades anónimas subsidiarias y, en lo que respecta a la 
fundamentación de ello en una de las resoluciones del Directorio de ANTEL se expresa que el fundamento parte de las trabas 
burocráticas y las dificultades que tienen los sectores estatales para competir en el mercado. En alguna medida, desde el punto de 
vista económico, valoramos que eso es cierto y que, evidentemente, una empresa privada tiene mayores posibilidades para 
moverse en el mercado; pero también es cierto que esas trabas burocráticas a las que se refiere, por algo fueron creadas. De 
acuerdo con nuestro criterio no estamos hablando de trabas burocráticas sino de mecanismos de control necesarios para la gestión 
estatal que corresponde, básicamente, al TOCAF. El fundamento de la creación de las sociedades anónimas radica en que, por los 
medios habituales, es decir, a través de los controles que realiza el Estado, por ejemplo, para hacer compras, todo debe basarse en 
el TOCAF. En cierta forma, esa fundamentación se refiere a la manera en que puede obviarse la aplicación de ese texto ordenado, 
o sea, cómo dejar de lado todos los controles legales. 


Creo que esto debe hacer pensar a los señores Senadores en que, si habilitamos a que este tipo de sociedades anónimas 
subsidiarias suplanten a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, tiene sentido que continúe existiendo el TOCAF. Hay 
que reflexionar acerca de si, en alguna forma, vamos a autorizar a que en determinados sectores se utilice este tipo de sociedades 
para eludir uno de los controles básicos del Estado. 


Esta inquietud no es de carácter corporativo, sino general; lo digo con el mayor respeto por el ingeniero Bracco; pensamos que sus 
intenciones pueden ser muy loables, pero no es el único Director, ni tampoco lo va a ser siempre. Este tipo de actividad libre, 
inespecífica -como decía la señora Zurano- va a cuestionar la transparencia, la cristalinidad que debe existir. En gran medida, el 
TOCAF es su principal resguardo. Entendemos que es necesario buscar formas para agilitar la participación del Estado, pero 
debemos ver cuáles deberían ser los controles que deben tener dichas sociedades, para que no se transforme en una deformación 
que sea útil a otras normas que son esenciales para el Estado. 


SEÑOR GARGANO..- Me llamó la atención la naturaleza de las cifras que proporcionó la Presidenta de SUTEL, señora Zurano, con 
respecto a las transferencias al Estado. Por un lado, habló de transferencia en efectivo y, por otro, de adquisiciones de certificados 
de depósito. No entiendo bien qué es esto, porque en nuestro país no hay ningún valor legal que sea un certificado de depósito. 
Nadie está autorizado a emitir estos certificados. Por lo tanto, quiero saber cómo lo hicieron, quién lo impuso y quién obligó a 
ANTEL a comprar eso. Hay Bonos del Tesoro y Letras de Tesorería, pero no hay ninguna ley que autorice a emitir certificados de 
depósito como un valor comercializable en plaza. 


Además, le solicito que reitere los montos; creo que ya los dijo, pero confieso que no los registré bien. Concretamente, me refiero al 
monto de los impuestos pagados por ANTEL en el curso del año 2000. 


SEÑORA ZURANO..- Con gusto, vamos a volver a repetir los montos. No tenemos problema en acercarles luego una copia pero, de 
todas formas, el balance figura en la página web de ANTEL. Lo digo, incluso, para que puedan chequear otras cifras que puedan 
ser de interés. 


Se habla de U$S 273:000.000 transferidos al Gobierno central. En el balance, también se especifica -se dice "versión obligatoria de 
resultados"- U$S 180:000.000, según el artículo 643 de la Ley N* 16.170 y Decreto N* 161/91. El año pasado fueron U$S 
145:000.000 por concepto de aporte directo a Rentas Generales. Luego, se agregan U$S 93:000.000 -estamos redondeando la 
cifra, porque es un poco más- como transferencia de certificados de depósitos constituidos en el Banco Central del Uruguay según 
Decreto N* 330/00. Esos U$S 93:000.000 se dividen entre U$S 89:500.000 de capital y U$S 3:500.000 de intereses. Allí están 
especificadas las normas legales que definieron que esa transferencia se efectuara al Gobierno central. Esto figura en el Rubro 7 
del balance, que hace a todos los subsidios y transferencias. Ahí también figuran los montos que tienen que ver con el IVA, la parte 
de tributos municipales y nacionales. Es así que surgen los U$S 72:000.000 del IVA compra, los U$S 96:000.000 del IVA DGI, los 
U$S 72:000.000 del IRIC, los U$S 6:000.000 del ICOME y los U$S 10:000.000 del Impuesto al Patrimonio. Estas cifras, 
redondeadas, hacen los U$S 529:000.000. 


Reitero que estas cifras están especificadas, en una apertura un poco menor, pero una redacción que aclara exactamente lo mismo 
en cuanto a las normas legales que definen, sobre todo en estos casos de los U$S 180:000.000 y U$S 93:000.000, las 
disposiciones que establecen su transferencia. 


SEÑOR HEBER.- Desearía saber si nos pueden dejar alguna fotocopia sobre esas cifras. Asimismo, quisiera que se me indicara si 
están separadas en función de lo que es ANTEL y ANCEL. Creo que la Presidenta del sindicato, señora Zurano, habló acerca de 
los niveles de ganancia de ANCEL. Si fuera posible que nos dejaran una fotocopia de esos datos, estaríamos en condiciones de 
estudiarlos con mayor detenimiento. 


SEÑORA ZURANO.- No tenemos inconveniente en dejarle fotocopia del balance. 


En cuanto a los niveles de ganancia, creo que la pregunta se dirigió específicamente al Directorio, la semana pasada, y el ingeniero 
Bracco planteó que las ganancias de ANCEL no van a surgir puras, por lo menos, de este balance, ya que no es desagregado, más 
allá de que dentro del organismo se tiende a llevar contabilidades separadas. Pero en este balance que está compactado no 
surgen esos datos. Por lo tanto, en las fotocopias que dejaríamos hoy no va a surgir esto nítidamente. Lo que podemos hacer -pero 
se me ocurre que ustedes, oficialmente, tendrán más posibilidades de obtener los datos que nosotros- es pedir esas cifras al 
Directorio. Creo que, incluso, quedó planteado algo así en la sesión pasada. Además, al final de la reunión se hicieron muchas 
preguntas y las respuestas se iban a enviar por escrito. Reitero que en forma inmediata no tenemos posibilidad de acceder a esos 
datos, pero podemos comprometernos a enviarles los informes que obtengamos, en el correr de esta semana. 


SEÑORA ARISMEND!.- Si me permiten, quisiera hacer dos preguntas. 


La primera de ellas tiene que ver con un planteo que hizo la señora Presidenta de SUTEL con respecto a la gestión. Una de las 
supuestas contradicciones que podrían surgir tanto del planteo que hace SUTEL como del que hacemos alguno de nosotros, está 
en entender que cuando hablamos de mantener el patrimonio nacional en manos de sus dueños, estamos diciendo que lo dejemos 
tal como está. Esto está relacionado con el tema de la competencia o competitividad. Tenemos claro que cuando surgió la 
competencia a nivel de la tecnología celular, como fue en el caso de MOVICOM esperamos pacientemente a que dicha empresa se 
pusiera en condiciones de competir, para luego salir nosotros al mercado. En otros ámbitos, también ha sucedido lo mismo; me 
refiero, por ejemplo, al prepago y elementos similares, donde nuestra competencia hacia el rival fue muy leal. 


Pregunto, entonces, cuáles serían las cosas que, digamos, en forma gruesa, se deberían tener en cuenta en un mejoramiento de la 
gestión, lo cual también pone en otras condiciones para competir en otro tipo de negocios. Recuerdo que cuando en el Parlamento 
se discutió -esto, independientemente de la opinión que tuviéramos algunos- el proyecto de ley que permitía a ANTEL a asociarse 
en el exterior, SUTEL estuvo de acuerdo, no con las características exactas con que se planteaba, pero sí en términos generales. 
Por lo tanto, creo que habría que ver a qué nos referimos en ese sentido. 


También quiero plantear una pregunta referida al TOCAF y a las normas que supuestamente dificultan la gestión y el 
posicionamiento de ANTEL en el mercado. ¿El sindicato ha estudiado la posibilidad de que las normas que están trabando el tema - 
a veces, las normas existen, pero cómo se materializan es un problema concreto de los hombres y mujeres que las llevan adelante- 
puedan sufrir modificaciones en el marco del Derecho Público? 


Por último, me voy a referir al tema de las subsidiarias. La semana pasada, el Presidente de ANTEL, ingeniero Bracco, decía que 
uno de los problemas es acotar los riesgos. Razonaba que si hay otras empresas en las que ANTEL participa -y el razonamiento 
parecía sensato- en vez de poner en riesgo el conjunto del patrimonio, sólo lo hacemos con una parte porque si nos llega a ir mal, 
en un negocio que es tan complejo y volátil, sólo perdimos en una parte y no pusimos en riesgo todo. ¿Qué opinión le merece a 
SUTEL esa afirmación? No se trata de hacer un debate filosófico sobre si convienen o no las subsidiarias, si es bueno o no que 
haya asociaciones, sino de opinar a la luz de la realidad, de la ANTEL que tenemos, de la experiencia y de las posibilidades que 
tendría este organismo de abrirse caminos exitosos -es una opinión muy personal- en el mercado, con el menor margen de riesgo 
posible. 


SEÑORA ZURANO.- Con relación a algunos temas que tienen que ver con la gestión, en algunos documentos que no son nuevos, 
sino que tienen bastante tiempo, habíamos planteado a Directorios anteriores serias críticas en torno a aspectos de gestión que 
involucraban cifras importantes de dinero de acuerdo con la cuestión que se tratare, y a los resultados finales. Inclusive, en ese 
momento hicimos pública una documentación, no sólo al Directorio, sino también a la prensa, en donde inclusive, evaluando los 25 
años de ANTEL, hablábamos de cómo el Organismo mantenía y ostentaba determinados indicadores. Recuerdo que a raíz del 25 
aniversario se hizo una celebración -en la que seguramente muchos de ustedes deben haber participado- muy pública y abierta en 
cuanto al manejo a una cantidad de cifras e indicadores que a todos nos hacían sentir orgullosos. Sin embargo, nosotros decíamos 
que todo eso se había logrado, entre otras cosas, gracias al pronunciamiento popular de 1992 y a pesar de algunas gestiones que 
habían tomado decisiones cuestionables para nosotros. Nos referíamos en ese entonces a algunos aspectos -queremos dejarlo 
claro- que si bien se han venido corrigiendo, no siempre son suficientes. 


Puesto que ha transcurrido mucho tiempo, de pronto sería bueno que en algún caso pudiésemos cuantificar -no tenemos aquí las 
cifras- los millones o miles de dólares que se malgastaron y que, aplicados a otros rubros dentro de la gestión del Ente, podrían dar 
resultados mejores a los ya manifestados. Hablamos, por ejemplo, de la publicidad que, inclusive, ha sido objeto de pedidos de 
informes por parte de algún Legislador aquí presente. Seguramente, los señores Senadores recordarán el excesivo manejo del 
rubro publicidad, no siempre -de ahí lo cuestionable- digamos, dirigido a lo que reclamábamos, es decir, a promover ante la opinión 
pública todos los servicios que ANTEL brinda para poder darles un mayor desarrollo, sobre todo a aquellos en los cuales 
estábamos y seguimos estando en competencia, que es algo de lo que el público en general no se entera. Me refiero a que el 
Organismo contaba con determinados servicios y también la competencia -esto también lo habrán podido constatar- que hacía 
mucha y muy buena publicidad. Nosotros, en el área celular no solamente no teníamos -es algo que no hemos podido corregir, 
aunque está en vías de hacerse- buena publicidad en los servicios que brindaba ANCEL, sino que además ni siquiera contábamos 
con una buena y suficiente cantidad de locales para atender al público que los requería. Eso, en una empresa de las dimensiones 
de ANTEL, no era razonable. Durante mucho tiempo estuvimos tratando de lograr que se abrieran nuevos locales que se ubicaran 
en zonas de real afluencia de público, y que la publicidad se orientara a que el usuario conociera las ventajas y beneficios de 
utilizar la telefonía celular estatal. Pero la cuestión es que las cosas fueron cambiando muy lentamente. 


Otra de las cosas que criticábamos en aquel momento era que, en virtud de los cambios en los Directorios y en las estrategias, a 
veces hay herencias que se transmiten de uno a otro y, por ende, los resultados dejan mucho que desear. Estoy hablando, por 
ejemplo, del tema de los cambios de gestión. Si partimos de 1994, veremos que se hizo un proyecto de cambio de gestión muy 
pesado desde el punto de vista económico, con una consultora canadiense llamada Bell Canada. Eso significó una erogación que 
modificó la gestión, pero no en el tiempo planteado, puesto que hubo incumplimiento por parte de esa compañía y cifras -como lo 
denunciamos en ese entonces- que llegaban a U$S 60:000.000, que fueron aplicados a estos cambios en la gestión. A 5 años de 
comenzados los trabajos, todavía no habían terminado, con lo cual se excedieron larguísimamente los plazos. 


Criticábamos, también, la necesidad de recurrir a consultoras privadas extranjeras a tan alto costo en virtud de que, al parecer, se 
consideraba que no se podía hacer un estudio sobre la modificación de la gestión en el propio país con asesoramientos, por 
ejemplo, de la Universidad de la República entre otros actores, y con lo que nosotros llamamos cerebros nacionales. Se dividió y se 
hizo una parte con una consultora española y otra con una canadiense. Pero resulta bastante obvio que, inclusive, hasta hubo 
dificultades luego para ensamblar los dos planos de gestión que se cambiaban. No se trataba de un problema de idiomas 
diferentes, sino de dos tecnologías y dos sistemas pensados para realidades distintas en países diferentes. 


Esto, sin hablar de algo que ha sido largamente cuestionado por los sindicatos, y puntualmente por el nuestro, que refiere a los 
manejos de clientelismo político para hacer contrataciones, por ejemplo, en el área de los guardahilos privados, en el del personal 
que se contrata por temporada, a veces con erogaciones considerables que no se justifican estrictamente por las necesidades de 
personal, sino por cumplir con determinados compromisos que algunos Directores habían asumido. Estamos hablando de 


consultores externos vinculados con grados de amistad o de relacionamiento con algunos niveles de dirección y contratados para 
realizar alguna tarea, pero con escasa aplicación del resultado final de la consultoría realizada. 


En fin, estos son algunos de los elementos que queríamos destacar. Insisto en que en algunos de ellos se está transitando 
lentamente, pero esperemos que sea por un camino de mejora. Obviamente, el sindicato tiene limitaciones en cuanto a conocer 
otros aspectos de la macrogestión del Ente; vamos advirtiendo determinados hechos, pero no conocemos todos. A medida que nos 
fuimos enterando de las cosas, hemos ido formulando contrapropuestas en todo lo que pudimos, pero no coparticipamos de la 
gestión y no tenemos un conocimiento nítido de cuánto más se podría mejorar para ser más eficientes. 


SEÑORA ARISMENDI.- Sé que hay más aspectos para conversar. Por ejemplo, todo lo referente a la informatización y a los 
sistemas que se aplicaron, como el famoso Telerín. De todas maneras, sobre la base de lo que se ha dicho, haciendo abstracción 
de quienes son los Directores y de quienes están en cada período de Gobierno, podría concluir que existe un margen muy 
importante, porque a medida que se flexibilice desde el punto de vista normativo, habiendo tanto dinero en juego, surgirán distintas 
maneras de conducir la gestión -para ser muy cuidadosa con lo que digo- que podrán resultar exitosas -en este sentido, la señora 
Presidenta de SUTEL dijo que se están corrigiendo algunos factores, lo que me parece muy bien- pero también podría venir un 
nuevo Directorio que con la mejor de las intenciones conduzca la gestión por otro camino y, luego, pasados unos años, haya que 
empezar a corregir. La diferencia con la empresa privada es que en ésta, un gerente o un directivo que proceda de esa manera, 
corre el riesgo de ver rodar su cabeza. 


En cuanto a esta primera instancia de la gestión, mi impresión es que esto va muy de la mano con la posibilidad que brinda el 
artículo 613 de máxima flexibilización, tal como decía el ingeniero Bracco, de cuyas buenas intenciones y profesionalidad no dudo 
en absoluto. Efectivamente, los seres humanos pasan a estar al frente de los organismos con determinados cargos, y más cuando 
se trata de designaciones político-partidarias. 


SEÑOR BERRONDO.- Por supuesto, en el sindicato no estamos de acuerdo con la forma de gestión que ha tenido ANTEL hasta el 
momento porque, a nuestro juicio, se puede mejorar. 


Voy a ilustrar a los señores Senadores acerca de las cifras que maneja el sindicato, que fueron emanadas de la propia ANTEL. Por 
ejemplo, en materia de telefonía celular, el total de ingresos brutos generados en el año 2000 alcanzó los U$S 117:310.748, 
mientras que hasta abril de 2001, inclusive, esos ingresos brutos mensuales fueron los siguientes: en enero se facturaron U$S 
11:895.947; en febrero, U$S 11:875.851; en marzo, U$S 11:012.000; y en abril, U$S 11:136.278. A su vez, el total de ingresos 
brutos al 30 de abril de 2001 fue de U$S 45:920.094. 


En lo que tiene que ver con el número de clientes, me gustaría dar algunas cifras para que se vea la gran proporción que implica el 
negocio de la telefonía celular. En enero, el total de clientes, sumando los contractuales y quienes firman un contrato de telefonía 
prepaga, fue de 296.382; en febrero llegaron a 302.282; en marzo, 307.667; y en abril, que es la última cifra a la que pudimos 
acceder, los clientes fueron 311.261. Esto demuestra claramente que aun mal gestionada, ANCEL es una empresa que tiene futuro 
en el Estado uruguayo. 


Por supuesto que vamos a dejar una copia de estas cifras en poder de los señores Senadores para que las puedan manejar. Me 
pareció que era importante no sólo hablar del tema de la mala gestión, sino también considerar estas cifras que son muy 
elocuentes y que sustentan nuestra posición de querer derogar estos los artículos 612 y 613. 


En cuanto al tema de la asociación, la postura del Sindicato fue vertida en la Comisión a la que concurrimos en la Cámara de 
Representantes, y ello figura en la versión taquigráfica de esa sesión. En esa oportunidad se pudo advertir que la posición del 
sindicato es clara. Creemos que el tipo de asociación debe ser estudiado técnica y minuciosamente y no en función de lo que está 
ocurriendo o puede llegar a suceder con la puesta en práctica del artículo 613, que realmente nos preocupa más que el 612. 


SEÑOR URIARTE.- Quisiera dar respuesta a las interrogantes planteadas por la señora Senadora Arismendi. 


En principio, quiero aclarar que hemos estudiado el tema de las sociedades anónimas en el Estado. Honestamente, coincido con la 
posición manifestada por el doctor Cassinelli Muñoz -a quien le pedimos su opinión al respecto- en cuanto a que no habría un 
marco constitucional para su creación. Pero más allá de eso, veamos el tema de la necesidad o no de la existencia de una 
flexibilización en lo que tiene que ver con los marcos de gestión comercial del Estado. 


Como bien decía la señora Senadora, en su momento estuvimos de acuerdo con el espíritu de la ley que autorizó a ANTEL a 
invertir y a participar en sociedades en el extranjero. Pero, como dije, estuvimos de acuerdo en el fondo y no en la forma en que se 
sancionó, en particular porque -y creo que esto se reitera en el artículo 613- no tenemos ninguna garantía de que esas sociedades 
que hoy el ingeniero Bracco presenta como una salvaguarda para no arriesgar todo el patrimonio de la empresa, terminen siendo 
las que arriesguen ese patrimonio. En primer lugar, no existe un condicionamiento en cuanto al capital que ANTEL va a incorporar a 
esas sociedades anónimas, y en segundo término, personalmente me quedan algunas dudas jurídicas en lo que es el marco de las 
regulaciones comerciales. Por ejemplo, podría pensar que si creo una sociedad anónima subsidiaria y me va mal, no me van a 
llegar las responsabilidades. Me parece que habría que estudiar este tema desde el punto de vista de la jurisprudencia de la "teoría 
del disregard" y de la "teoría del conjunto económico". Personalmente, no me queda tan claro que realmente opere esa 
salvaguarda. Sin embargo, aun teniendo en cuenta que esto funcionara así, ¿qué garantía tengo -no hablemos de personas sino de 
un Directorio equis- de que no se comprometa a través de una sociedad anónima el patrimonio del Ente? Pregunto esto porque no 
existe ninguna limitación desde el punto de vista patrimonial. En su momento planteamos la posibilidad de establecer un 
porcentaje, una norma para la actuación de estas sociedades anónimas, de exigir determinada responsabilidad en la elección de 
los Directores y en su forma de gestión. 


Reitero, a mi juicio, este no es solamente un problema que aqueja a ANTEL. Coincidimos en que es cierto que resulta dificultoso 
para ANTEL moverse en el mercado con las normas actuales. Pero también hay que tener en cuenta que quienes se mueven con 
esas normas son, de alguna forma, funcionarios del Estado, que están manejando los dineros de todos. Si les otorgamos absoluta 
libertad, ¿por qué no se la damos a todo el Estado? ¿Por qué existe el TOCAF? Digo esto, porque el mismo problema que enfrenta 
ANTEL lo puede tener todo el Estado. 


En consecuencia, es más válido pensar que si hay problemas de regulación y hay que ser más flexibles para que ANTEL pueda 
actuar en el mercado, habrá que replantearse también la existencia del TOCAF. Como sabemos, su razón fundamental es dar 
garantías al manejo de los dineros públicos y a la imparcialidad y equidad en las inversiones estatales. Son cosas que hay que 
tomar en cuenta. 


En el TOCAF existen importantes excepciones que ANTEL ha empleado. Por ejemplo, en el caso de falta de tecnología, se le 
permite contratar directamente a las empresas, por razones de urgencia, etcétera. 


En fin, hemos estudiado el tema y se ha creado una Comisión Interdisciplinaria cuya finalidad excede la gestión del sindicato y 
abarca los marcos jurídico, económico y técnico. Estamos convencidos de que por nosotros mismos no vamos a llegar a una 
verdad absoluta; por eso, creemos que esto debe enmarcar una gran discusión con el propósito de encontrar los mecanismos que 
permitan flexibilizar esa posición para que las empresas estatales puedan competir efectivamente en el mercado, dentro de un 
marco que asegure el correcto manejo de los fondos públicos. 


SEÑOR GARGANO.- Quisiera que se me brindara alguna información y una estimación sobre el futuro. Escuché a un dirigente de 
SUTEL, y lo comenté en Sala, afirmar que, dada la cantidad de usuarios actuales de la telefonía celular, era previsible que en 5 
años se llegara a una cifra muy superior. No recuerdo exactamente si se dijo que eran 800.000 los usuarios que se estimaba 
podrían existir en ese momento. ¿Por qué el dato es muy importante? Porque parecería que el Poder Ejecutivo, a través de esta 
unidad reguladora de los servicios de telecomunicaciones que se ha creado recientemente, es el que va a adjudicar las bandas, 
mediante las cuales puede operar el sistema privado, según las disposiciones del artículo 613. 


Me interesaría conocer la estimación del monto global de ese negocio, o sea, a cuánto ascenderá cuando existan los 800.000 
usuarios. Supongo que eso va a determinar también el grado de participación que tenga una empresa privada, además de la que 
ya existe, en el área de la telefonía celular. 


Mi pregunta tiene sentido por lo siguiente. Esa empresa puede ser la que determine el precio de la licitación, ya que seguramente el 
Poder Ejecutivo, a través de URSEC será el que hará un llamado público o licitación mediante el cual otorgará esa o esas bandas. 
Digo esto porque antes se hablaba de dos bandas y ahora parece que es sólo una. Sé que la pregunta es amplia, pero me bastan 
tres o cuatro datos para poder orientarme en este sentido. 


SEÑOR URIARTE.- Las apreciaciones del señor Senador Gargano surgen también de la comparación con lo que ha sucedido en 
otros países respecto a la licitación de bandas celulares. Está relacionado con la evolución y las nuevas generaciones de las 
bandas celulares. En este momento se dice que estamos en la generación 2.5 de bandas celulares, de acuerdo con la prestación 
de servicios que brinde cada banda. En Europa se está preparando ya la tercera banda de telefonía celular. El precio de las bandas 
también varía según el servicio que presta, de acuerdo el tipo de tecnología que utilice y a la complejidad en la trasmisión. 


También quería referirme a la definición de la telefonía básica y su cuestionamiento por parte de Bracco, que es el primero que 
hace una definición de este tipo de telefonía. El habla de la que es fija, conmutada y referida al tráfico nacional. La misma definición 
-sólo con la variante de un parámetro- se puede aplicar a la telefonía celular. Entonces, aplicamos determinados criterios para la 
telefonía básica que son también aplicables a la celular. Esta última también es conmutada y referida al tráfico nacional, sólo que es 
móvil. Las tecnologías que están evolucionando ahora en las bandas de telefonía celular, se refieren a la etapa de su conexión con 
el abonado. Hacia adentro, esta evolución de la telefonía celular y la de la telefonía básica, son exactamente iguales y dependen 
una de la otra. Esto debe quedar claro. 


En cuanto a las cifras, la banda de telefonía celular de tercera generación que se remató en el Reino Unido anduvo en el orden de 
los U$S 34.000:000.000. Obviamente, esta cifra es ridícula si la trasladamos a nuestro país. Entonces, tendríamos que hacer lo que 
realizó el ingeniero Alvaro García en la exposición que realizó para SUTEL -la que está en poder de algunos Legisladores- es decir, 
una traspolación de lo que es el producto bruto del Reino Unido al producto bruto uruguayo, así como también de lo que es la 
población y el mercado de la telefonía celular en el Reino Unido a lo que es el mercado nuestro. 


Esas cifras, para nuestro mercado, dan U$S 540:000.000 en una banda de telefonía celular y no las cifras que ha promocionado el 
Poder Ejecutivo, que se sitúan entre los U$S 50:000.000 y los U$S 100:000.000. Esto hay que tenerlo en cuenta, por ejemplo, 
cuando se remata una banda de este tipo. Esto tiene mucho que ver, tal como dice el artículo 612, con el hecho de si vamos a 
vender el 40 % de las acciones de ANCEL, en el caso de transformarse en una sociedad anónima. Entra en contradicción el tema 
de una empresa supuestamente dedicada a telecomunicaciones que viene a comprar el 40 % de una banda ya instalada que cubre 
todo el país a otra empresa que va a comprar una banda, que va a tener que montar sus equipos en todo el territorio con una 
tecnología de tercera generación, como pregona el Poder Ejecutivo. Esto tiene mucho que ver con el poder adquisitivo del 
mercado, ya que esta tercera generación de teléfonos celulares, por el momento y por unos años, es muy cara. Asimismo, habría 
que estudiar qué tipo de mercado tenemos en este momento en cuanto a la telefonía celular o si esta tercera generación entra en 
competencia con ANCEL. El tema pasa, también, por la conversión de una tecnología a otra. Todos los equipos de 
telecomunicaciones son medios informáticos y, a nivel mundial, estamos en la baja en el precio de esos equipos, máxime que para 
muchos de esos cambios de tecnología se utilizan los mismos equipos, a nivel de conmutación, en la red de telefonía celular de 
todo el país. Entonces, decir que ANCEL necesita pasar al ámbito privado para transformarse, para realizar su evolución 
tecnológica es algo cuestionable, ya que ANCEL puede, ahora mismo, con lo que ya tiene, aceptar determinadas tecnologías o 
determinados protocolos de trasmisión. 


SEÑOR BERRONDO.- Para ser más específicos, vamos a dar cifras que hemos resumido en un documento elaborado por el 
sindicato, en un estudio realizado por compañeros economistas e ingenieros. 


En cuanto a la subasta de las licencias por la telefonía móvil 3 G, la oferta ganadora en el Reino Unido fue de U$S 25.000:000.000. 
A su vez, la subasta realizada en Alemania el 17 de agosto de 2000 facturó U$S 47.000:000.000. En Australia, el presupuesto 
previsto para esta tercera banda es de U$S 2.600:000.000 en moneda de ese país. Esas cifras, llevadas porcentualmente al 
mercado uruguayo resultan en que las licencias valdrían alrededor de U$S 1.800:000.000. 


Como no quiero cometer errores, voy a leer en forma textual la última parte de este documento. "Aún cuando conservadoramente 
se considerara una reducción a partir de la diferencia del Producto Bruto Interno uruguayo per cápita, Uruguay tiene un valor 


aproximadamente del 30% del Reino Unido y de Alemania, la suma sería de U$S 540:000.000." 


Cuando hablamos de la evolución del mercado de la telefonía móvil, tenemos que considerar dos cosas: primero, el aumento del 
número de usuarios y segundo, el aumento del uso, o sea, los minutos de comunicación que están en el aire. Puedo cometer algún 
error porque no soy técnico, pero simplemente me baso en los datos que ustedes pueden recabar en ese documento escrito por el 
Sindicato. 


Según los datos que obtuvimos con respecto al crecimiento del número de usuarios de la telefonía celular móvil en Europa -entre el 
24,5 en Alemania y el 64,1% en Finlandia- el mismo rondó el 50% en el año. Actualmente, en Uruguay -estamos hablando de un 
documento del año pasado, porque no contábamos con las últimas cifras- la penetración ronda el 13%, con un crecimiento 
exponencial -tal cual ha sucedido en los demás países en su fase de iniciación- de alrededor de un 50% y un 30% más de usuarios 
que van a utilizar la telefonía móvil. En cuanto al aumento de la utilización del servicio, cuando hacemos la relación de porcentaje 
de proyección hacia el futuro -tomamos la relación abonado-tiempo estimado porcentualmente- podemos decir que, por ejemplo, en 
Argentina en 1999 fue de 54 minutos. En nuestro país, el uso promedio fue de 168 minutos para los que tienen contrato regular y 
de 10 minutos para el sistema de prepago. En Estados Unidos, el 23% de los usuarios de telefonía celular lo están empleando 
cerca de un 50%. 


Esto nos lleva a concluir, según datos emanados de documentos a los que más adelante se hace referencia, en una proyección 
estimativa -no solamente a nosotros, sino al propio Directorio de ANTEL- de por lo menos una triplicación en la cantidad de 
abonados que estarían utilizando el sistema móvil. 


Como nos gusta hacer referencia a números -aunque a veces este tema es un poco pesado- queremos citar un documento que 
también figura en el mismo número y que fue entregado, en el cual podemos ver claramente que en agosto del año 2000 el total de 
usuarios de la telefonía celular entre contratos regulares y sistema prepago, alcanza a 250.000. Esto significa que a abril de este 
año existen 311.261 usuarios. Aclaramos que estos resultados se obtuvieron sin una política de mercadeo para que el usuario sepa 
cuáles son los servicios que brinda ANTEL. Por ese motivo, ocurrió que, con el sistema de tarjeta prepaga, el Ente estaba en 
condiciones de brindar el servicio antes que la empresa MOVICOM Bell South Uruguay. Sin embargo, debido a una política no muy 
clara de lealtad en competencia, esperamos a que esa empresa estuviera en condiciones de hacerlo. Eso no fue lo peor, sino que 
se esperó todavía a que MOVICOM Bell South Uruguay ingresara al mercado con una gran propaganda al usuario, lo que motivó 
que en muchos casos se perdieran potenciales clientes de ANTEL. 


Creemos que con una política acertada dirigida al mercado uruguayo, indudablemente estaríamos superando por mucho estas 
cifras porcentuales que son la base de la telefonía celular para un desarrollo futuro. 


SEÑOR RUBIO.- Quería formular dos preguntas referidas fundamentalmente al aspecto jurídico. 


En materia de vínculo con otros capitales públicos o privados, en el país o en el exterior, ¿qué es lo que incorpora de nuevo el 
numeral 2* del artículo 4% sobre las sociedades establecidas en el artículo 613? Hago esta pregunta porque no sé hasta dónde se 
agrega algo a los permisos, concesiones, contrataciones y participaciones que están autorizadas actualmente. Me parece que es 
importante clarificar este aspecto. Me gustaría saber, por ejemplo, si estos ejemplos a los que aludió el ingeniero Bracco días 
pasados en cuanto a subsidiarias que ya están en funcionamiento, podrían ser autorizadas en el marco jurídico anterior o derivan 
de la aplicación de las nuevas disposiciones. 


La segunda pregunta es si las sociedades a las que alude el artículo 6* citado en el artículo 613 - que son las autorizadas por este 
numeral segundo del artículo 4%, con una variante de las mismas- en nuestro marco constitucional serían del tipo de las previstas 
en la primera parte del artículo 188, o sea si estamos hablando de capitales privados que, bajo la forma de sociedades anónimas y 
de compra de acciones, se incorporarían a patrimonios públicos que adquirieron esa forma o de la segunda parte de dicho artículo, 
es decir, de las previstas en este numeral. 


SEÑOR URIARTE.- A mi criterio, basándome en el estudio de la doctrina constitucionalista, esto no se encuadraría dentro del 
artículo 188, porque gran parte de ella entiende que las autorizaciones para integrar sociedades de capital mixto, en un caso o en el 
otro, tienen que ser dadas en forma expresa, una a una, y no en términos genéricos, como se hace aquí. 


Por otro lado, hoy citaba un informe que solicitamos al doctor Cassinelli Muñoz -y que podemos hacer llegar a esta Comisión- en el 
que se expresa que no hay posibilidades de que el Estado constituya por sí una sociedad anónima. Eso sería, a criterio de dicho 
profesional, una infracción a las previsiones constitucionales e, inclusive, va mucho más lejos en su opinión al señalar que si en 
determinado momento, y en función de las circunstancias, por ejemplo, por donación o por intervención, el Estado llega a tener el 
100% de una sociedad anónima, esa sería una situación transitoria de la cual estaría obligado a desprenderse, ya sea cambiando 
la forma jurídica, enajenando las acciones, etcétera. 


En lo que refiere al cambio de la situación anterior a la que aludí hoy, en cuanto a la participación de ANTEL en el exterior, el Ente 
está autorizado a participar en emprendimientos con sociedades en el exterior e incorporar capital en sociedades ya previstas. Esto 
tenía su cierta lógica porque, por razones tecnológicas, ANTEL podía tener necesidad de, por ejemplo, participar -como lo hizo- en 
un satélite o en licitaciones en el exterior. Esto era muy importante a nivel nacional. La modificación que se hace actualmente es 
incorporar la posibilidad de que dentro de nuestro país ANTEL constituya por sí y ante sí sociedades anónimas. Eso quiere decir 
que va a crear una ficción jurídica, una persona jurídica, un desprendimiento en sí mismo; si eventualmente así sucediera, habría 
que ver cuál será la forma en que podrá enajenar o no ese patrimonio, lo que estará regulado por normas de Derecho Privado. 
Esto, sin duda, abre la puerta a varias opciones negativas, una de las cuales es que, desde el punto de vista jurídico y tomando en 
cuenta la eventualidad de un manejo irresponsable -no quiero referirme a este Directorio de ANTEL porque las normas no apuntan 
específicamente a nadie y por eso existen- se puede llegar a un vaciamiento del Ente a través del manejo o la transferencia de 
funciones e incluso de bienes a estas sociedades. 


Desde mi punto de vista, repito que estas sociedades tampoco sirven como salvaguarda para eventuales malos negocios. ¿Qué 
pasa si una de estas sociedades, que todo el mundo sabe que están hechas con el cien por ciento de ANTEL, hace un mal negocio 
y va a la quiebra? Quizás ANTEL puede decir que la deja ir a la quiebra, pero también me gustaría saber si los acreedores no van a 


decir: "corramos el velo" -según la teoría del disregard- veamos que aquí hay un conjunto económico y, en consecuencia, deciden 
reclamarle a ANTEL. 


En consecuencia, desde el punto de vista jurídico, tengo mis dudas de que esto constituya una salvaguarda. Al mismo tiempo, me 
preocupa el manejo que se pueda hacer a través de las sociedades. Repito que, en principio, creo que no hay marco jurídico para 
esto aunque por supuesto puede haber opiniones diferentes. 


Por otra parte, cabe señalar -en algún momento cuando estudiamos el primer proyecto lo planteamos- que aquí tampoco hay 
alguna consideración sobre cuál es el límite de esto. ¿Cuántas sociedades puede constituir ANTEL? ¿Cuál es el capital que ANTEL 
puede arriesgar en estas sociedades? Por lo menos se podría decir que ANTEL podrá manejar un margen para estas sociedades 
que no sea más del 15% de su patrimonio. Sin embargo, aquí no hay margen. 


A propósito de esto, creo que en una versión taquigráfica figura la intervención de un señor Senador -en este momento no recuerdo 
su nombre- que se pregunta por qué hay tanto problema con el artículo 612 si con el 613 prácticamente se puede hacer lo mismo o 
más. Por supuesto que a mi entender implicaría un manejo totalmente ilegítimo tratar de utilizar el artículo 613 para hacer lo que 
dice el 612, pero eventualmente ello es posible. 


¿Quién puede prever que en el futuro se cree, por ejemplo, TENCEL y se deje morir directamente a ANCEL con una política 
comercial decidida a exterminarla pasando todo a TENCEL -por poner un nombre- y posteriormente enajenar esta sociedad 
eludiendo toda la previsión legal? Obviamente que va a haber una responsabilidad política y también habría que estudiar si no hay 
un manejo ilegítimo. Justamente esta es una razón más para decir que, en todo caso y aún cuando se admita la posibilidad de que 
en nuestro Derecho puedan crearse sociedades anónimas de carácter público, es imprescindible darle algún tipo de regulación que 
brinde garantías. 


No creo que esto esté incluido en el artículo 188. Dicha disposición autoriza al Estado a incorporar capitales, aunque no habla de 
sociedades anónimas en la primera parte ni en la segunda. Aquí cabría la posibilidad de que el Estado intervenga si se lo habilita a 
incorporarse a empresas ya existentes -que se presume del texto de la Constitución- en caso de emprendimientos, tal como lo ha 
hecho otras veces. Obviamente estamos hablando de una autorización legislativa, pero no de que el Estado cree una sociedad 
anónima para después enajenar. Incluso se pone como condición que se asegure la participación en el Directorio de esas 
sociedades; más aún, se habla de que las condiciones de esos Directores serán las mismas que la de los Entes Autónomos. Acá 
eso no está referido y, en definitiva, los Directores de esas sociedades van a ser cualquiera que discrecionalmente designe el 
Directorio y se van a votar su propia remuneración. Por supuesto que en la medida en que el Estado tiene la mayoría, estarán 
sujetos a la posibilidad de ser removidos de sus cargos de Directores aunque, mientras tanto, son los que van a obligar a esa 
sociedad anónima de Derecho Privado, pudiendo firmar y realizar todos los actos de comercio sin limitación alguna. 


Por último y a riesgo de ser insistente, vuelvo a señalar que por algo está el TOCAF; si hay que modificarlo, se modifica el TOCAF, 
pero no podemos hacer un juego de solitario y saltar por encima de éste a través de una ficción jurídica para eliminarlo. 


Es cierto que existen trabas para el desarrollo comercial de ANTEL; entonces, estudiemos las formas jurídicas de modificarlo 
porque en ese caso el problema no es únicamente de ANTEL, sino de todo el Estado. 


SEÑOR GALLINAL.- Voy a plantear una pregunta relacionada con las consideraciones que se realizaron hace unos momentos. 


A propósito de la definición de monopolio y teniendo en cuenta las afirmaciones realizadas respecto al parentesco que existe entre 
la definición a la que sólo le faltaría el tema de "fija" porque la otra es móvil -en realidad la telefonía celular también es 
internacional- ¿ustedes consideran que dentro de la definición de monopolio tendría que estar la telefonía celular? 


SEÑOR BERRONDO.- Aunque resulte un poco pesado, nos gusta manejarnos con cifras que sustenten nuestras palabras. 


Además, la telefonía celular, que junto con la trasmisión de datos va a tener un gran desarrollo, es la parte medular en que se va a 
basar el futuro de las comunicaciones en el mundo. 


A propósito de esto vamos a dar algunas cifras porque nos preocupa mucho este tema cuando se plantea el monopolio versus 
competencia y se nos trasmite que a nivel mundial se va hacia ese camino. 


Hemos recabado cifras que vamos a brindar en este momento sobre telefonía básica local, telefonía básica internacional y telefonía 
celular digital, que son tres parámetros importantes que involucran la cuestión que hoy estamos planteando. 


En Estados Unidos, en el área de la telefonía básica local, nos encontramos con que la cantidad de operadores o número de 
licencias es de 621. Seguramente podemos pensar que es una gran cantidad de competencia, pero lo importante es que en el 
mercado sólo una de esas empresas tiene más del 62%, lo que significa que el resto, o sea el 38%, se divide entre las 620 
restantes empresas. Sin embargo, esto no ocurre sólo en Estados Unidos, sino también en el Reino Unido, donde la cantidad de 
Operadoras es de 20 y una de ellas tiene el 76% del mercado. En España hay tres operadoras, siendo una de ellas la que mantiene 
el 97% del mercado. 


Los señores Senadores podrán ir sacando sus conclusiones. Si bien tenemos datos de otros países, sólo vamos a citar algunos, 
pudiendo alcanzarles posteriormente los documentos. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Esto está referido a la telefonía celular? 
SEÑOR BERRONDO.- Los datos refieren a telefonía básica local. 


La telefonía básica internacional nos señala que en Estados Unidos -para manejar los mismos países- hay 346 números de 
licencias u operadoras y la primera de ellas tiene el 49%. En el Reino Unido hay 7 operadoras y una de ellas tiene el mismo 
porcentaje. En el mercado de telefonía celular digital -no tenemos cifras del porcentaje de mercadeo en Estados Unidos- del Reino 
Unido hay cuatro operadoras, una de las cuales tiene el 40% del mercado. En España hay dos operadoras y una de ellas tiene el 


70% del mercado. Asimismo, tenemos cifras de Australia, Finlandia, Irlanda, Japón, México, Nueva Zelanda y Suecia, que se unen 
a las que recién esgrimimos. 


Por lo tanto, queremos desmentir lo que se dice en cuanto a que se tiende a la libre competencia cuando en realidad, en los países 
que acabo de mencionar, una sola empresa maneja más del 50% del porcentaje de los usuarios en su lugar de origen. 


SEÑOR URIARTE.- Voy a complementar lo que expresó el señor Berrondo y tiene que ver con lo que expresaba el señor Senador 
Gallinal. Cuando salió MOVICOM a la plaza tuvo un año y medio a su libre albedrío para copar el mercado nacional y solamente 
desarrolló la telefonía celular en el área comprendida entre Colonia y Maldonado, es decir, en la zona de mayor poder adquisitivo 
del país. Pero cuando ANCEL salió fue en franca competencia con MOVICOM, por algo hay propaganda de un lado y del otro. 
Quizá, podemos discutir el tema de si es un duopolio, una sociedad de ANTEL o si utiliza el mismo RUC que ANTEL, pero 
MOVICOM tiene una política deliberada y ANCEL otra. En ese momento hubo una transferencia brutal de suscriptores de 
MOVICOM hacia ANCEL, tanto que hubo que formular una política de amortiguación tarifaria por parte de ANTEL para evitar que 
MOVICOM fuera a la quiebra. Esto ocurrió realmente, por más que no se dijo. 


El tema es que en este momento existen en el mercado las dos empresas que son capaces de brindar los mismos servicios. 
Entonces, si realmente dejáramos al mercado en libertad, dándole la política agresiva de propaganda y tarifaria a ANCEL, me 
pregunto si MOVICOM subsistiría. Por lo tanto, si MOVICOM no subsiste a la competencia de ANCEL y todas las telefónicas 
mundiales celulares no se desprenden de su rama celular y utilizan la parte básica respaldando la celular, me gustaría saber si 
MOVICOM dejaría de operar en el mercado y la incorporaríamos a un monopolio, de hecho, natural. 


SEÑOR BERRONDO.- Para manejar cifras un tanto contundentes y que a veces nos ponen mal, digo que el crecimiento de la 
telefonía a nivel mundial pasó de 11 billones de dólares en 1990 a 192 billones de dólares en 1999. Esto refleja cuál es la tendencia 
mundial en el tema de la telefonía celular. 


SEÑOR GALLINAL.- Lamentablemente no se me contestó la pregunta sobre si SUTEL considera que dentro de la definición de 
monopolio tendría que estar la telefonía celular. Sin embargo, a esta altura no me preocupa mayormente porque tampoco el señor 
Bracco me contestó las preguntas que le he formulado. Entiendo que esto puede formar parte de la preocupación generalizada que 
todos tenemos en cuanto a que no están dados todos los datos de la realidad para poder prever cómo va a ser la evolución futura 
del mercado. En tal sentido, no creo que sea ex profeso que no se conteste la pregunta, y entiendo que responde, precisamente, a 
esa variante. Nosotros tratamos de prever a través de la legislación una adaptabilidad del país en su conjunto a esos cambios tan 
vertiginosos. 


Voy a formular otra pregunta que está vinculado con esto y con lo que se ha razonado en la mañana de hoy. ¿SUTEL considera 
que no se debería subastar permisos para la explotación de telefonía celular en la forma en que se está planteando en estos 
momentos? 


SEÑORA ARISMENDI.- Creo que, efectivamente, no se contestó estrictamente la pregunta formulada, pero, si no entendí mal, 
teóricamente hoy no hay monopolio. Deduzco -quizá me equivoque- que es al revés, es decir, que tenemos un extraño mercado 
libre donde en realidad somos muy generosos y fomentamos tanto la libertad de mercado que lo que hacemos es facilitar -no sólo 
en este caso sino también, por ejemplo, en el de ANCAP, donde hicimos lo mismo con el portland, y sé que el señor Senador 
Gallinal está preocupado por esto- a la competencia para que después compita con nosotros. Parecería que hay una política en 
ese sentido, pero no tiene que ver con el Directorio actual ni con el anterior ni con el otro. Esto es una cosa un poco rara del 
mercado libre que después me van a tener que explicar. Creo que en este caso lo que queda demostrado, por lo que dice SUTEL, 
contestando la pregunta formulada por el señor Senador Gallinal, es que hoy existe ANCEL y MOVICOM, así como existirá una 
competencia fomentada por el Estado de una tercera empresa. Esto si fue un dato aportado por el ingeniero Bracco luego de un 
difícil interrogatorio. En tal sentido dijo que, efectivamente, la unidad reguladora está tratando de crear una tercera empresa 
competidora con ANCEL. Esta fue la conclusión que saqué en la Comisión y corroboré luego de haber leído la versión taquigráfica. 
En definitiva, entendimos que la unidad reguladora estaría en condiciones de crear una tercera empresa de telefonía celular. 


No sé si la pregunta del señor Senador Gallinal apunta al sentido de que recuperemos lo que ya no tenemos. ¿Es esa la pregunta? 
Porque personalmente tampoco entiendo. ¿El señor Senador Gallinal quiere saber si, en opinión de SUTEL, se debería volver todo 
a manos de ANTEL? 


SEÑOR GALLINAL.- He expresado en Sala, en alguna oportunidad, que en el Uruguay existe un oligopolio "sui generis" porque si 
bien hay dos empresas que prestan el servicio de telefonía celular, la segunda está fuertemente marcada por la presencia de 
ANTEL detrás, a tal punto que es el Ente quien le puede prorrogar los contratos, el que le facilita el alcance en el territorio nacional 
utilizando las propias radio-bases, el que le presta el RUC, etcétera. Pero esto se explica en función de su origen cuando en el año 
1990 se decide habilitar la prestación de telefonía celular y se utiliza ese contrato de arrendamiento después de una licitación que 
se había realizado por las frecuencias. Además, digámoslo claramente, en aquel momento ANTEL consideraba que el servicio de 
telefonía celular no era un buen negocio y no creía necesario meterse en ese campo que, más bien, estaba reservado para los 
sectores de muy buenos recursos, lo cual se desmintió con el transcurso del tiempo. 


Respecto al tema de la tercera empresa, no sé si es una tercera o una segunda, porque se supone que si se va a subastar la 
frecuencia, teóricamente la que hoy es segunda debería participar en ella. Si participa, elimina la posibilidad de que entre una 
tercera empresa y si pierde, quedarían dos, pero eso lo definirá el Poder Ejecutivo. 


De acuerdo con las apreciaciones que se han hecho, quisiera preguntarles si consideran inconveniente que se realice la subasta de 
estos permisos. Aparentemente, esa es la opinión que me queda sobre lo que aquí se ha expresado. 


SEÑOR GONZALEZ.- No vamos rehuir a ninguna pregunta; no es nuestro estilo. No hablamos de monopolio, sino de una 
definición jurídica que no existe. La expresión "telefonía básica", jurídicamente no existe. Hablar de millones y millones de dólares 
cuando los uruguayos apenas tenemos para comer, es bastante preocupante. El Directorio de ANTEL define "telefonía básica" 
como lo conmutado y lo nacional. Para nosotros esto también pasa a ser telefonía celular, como también lo sería la transmisión de 
datos. Tenemos comunicaciones de datos conmutados, vía nacional. Nuestro sindicato tiene como concesión definir lo básico; 
podemos hacerlo tecnológicamente y de acuerdo con la facturación. Entonces, ¿quién nos dice que la telefonía prepaga no sea 


básica, si la usan hasta para repartir pizza en moto? Esa es la definición que nosotros tenemos de telefonía básica, pero mediante 
un proyecto se quiere establecer que es lo conmutado, lo alámbrico y lo nacional. A nuestro juicio, lo básico debe estar de acuerdo 
con la política de consumo de los uruguayos. Para nosotros hay ejemplos claros de que el consumo de telefonía celular prepaga se 
ubica entre los usuarios de menor poder adquisitivo. De ahí que nosotros lo definamos como básico. 


SEÑORA ZURANO.- Como bien lo aclaraba el señor González, la disquisición gira, sobre todo, en torno a la definición. Para 
nosotros, el Directorio, cuando elaboró ese proyecto, confeccionó una definición eminentemente política. La semana pasada, los 
señores Senadores tuvieron la versión del señor Bracco acerca de las bases que tomó para esa definición. Entendemos que podía 
haber sido otra la definición de telefonía básica. Más allá de esa especie de competencia "sui géneri", extraña o anómala que existe 
hoy en el terreno de la telefonía celular, ya estamos en competencia; ANCEL nació en un marco de competencia. Cuando hablamos 
de competencia y de cómo puede impactar la subasta de una nueva banda, nos sorprendió muchísimo -esperamos que los señores 
Senadores, desde el rol que les compete, puedan hacer más que nosotros- lo que está planteado, en cuanto al nivel de incertezas, 
sobre cómo va a ser el pliego de licitación, es decir, cuáles son las características que el organismo regulador va a definir con 
respecto al alcance, al tipo de banda, etcétera. Se ha dicho mucho que estamos en competencia, y se ha hablado de que es 
necesario darle herramientas a ANTEL para que pueda serlo. Hoy está en una competencia desigual, pero no sólo por la lentitud en 
el proceso de compra, por las dificultades de incorporar mano de obra capacitada o la imposibilidad de asociarse velozmente y 
disolver luego esos vínculos. En realidad, tiene una competencia desigual, por ejemplo, cuando existe un 24.5% de aportes a la 
seguridad social por la mano de obra lo cual, comparado con el resto del panorama empresarial, es muchísimo más alto. Estas 
medidas se pudieron haber tomado en el ámbito legislativo, como otras que estuvieron y luego desaparecieron. Incluso, 
conversamos con el Directorio -y lo veía con buenos ojos- sobre la supresión del impuesto a la compra de moneda extranjera. Hay 
una serie de cargas y no son solamente las dificultades que planteaba el Directorio la semana pasada aquí; las empresas del 
Estado tienen dificultades en los sectores de competencia, lo cual se puede direccionar legislando una política para que dichas 
empresas, sin perder la propiedad estatal y los controles pertinentes, puedan superarse. Las definiciones que tome la URSEC son 
fundamentales. Después de esas torturas a las que han aludido los señores Senadores, esto se dijo con cierta claridad. En la 
reunión pasada, se indicó que ANTEL advierte en la telefonía móvil celular una fuente muy importante en sus ingresos futuros. Las 
tasas de crecimiento desde esa perspectiva, se prevén muy altas, tal como lo indicó el señor Bracco. Nosotros ya dijimos que en el 
año 2000, U$S 182:000.000 correspondieron a la telefonía celular. Pero después se indicó que la situación del remate de esta 
banda va a influir, en una caso o en otro, sobre los planes de negocios de ANCEL. Esto significa que puede influir para mal, si se 
regula mal; es decir que si la URSEC, al dictar las reglas de juego, no lo hace con la suficiente ecuanimidad y no tiene en cuenta 
quiénes son los actores que están en juego y sus intereses -no hay que perder de vista que uno de ellos es una empresa estatal- 
puede ser altamente perjudicial. 


Por lo tanto, el tema específico del remate de una nueva banda es altamente delicado para nosotros, sobre todo, teniendo en 
cuenta que puede transformarse en el otorgamiento de beneficios en forma de competencia desleal, lo cual podía liquidar lo que es 
hoy el sector estatal de la telefonía celular, o sea, ANCEL, a raíz de condiciones desventajosas o competitividad desigual. Si esto 
fuera así, se terminaría arruinando ese sector que, como dijo el señor Bracco, junto con Datos, son los dos sectores que tendrán 
mayor desarrollo y de los cuales provendrá mayor cantidad de ingresos. 


SEÑOR ASTORI.- Si me permiten, deseo hacer dos brevísimos comentarios sobre algunos conceptos que se han estado 
manejando en la sesión de hoy, la cual me parece muy fructífera. 


En primer lugar, en materia de estos servicios no hay libre competencia en ningún lado; hay competencia, pero no es libre. Hay que 
tener en cuenta esto, porque en las diversas situaciones que se dan, según los países y las regiones, hay diferentes tipos de 
operación. Reitero que en ningún lado hay libre competencia, en el sentido clásico del término. Siempre hay una competencia 
influida por acciones políticas, en primer lugar, a nivel del sector público, y estrategias de empresas que tienen mucho o casi todo 
que ver, con el poder que cada empresa ejerce sobre el mercado. Esto pasa en Estados Unidos, Gran Bretaña, Francia y Uruguay. 
En nuestro país no hay libre competencia en materia de telefonía celular; lo que sí hay es competencia. Se han celebrado acuerdos 
entre las dos empresas que operan, y también se han hecho definiciones conjuntas. Tenemos la peculiar situación de que uno de 
los jugadores en el mercado celular uruguayo paga un 26% por concepto de aportes jubilatorios patronales, en tanto el otro abona 
la mitad o menos; después de las últimas leyes, no sé cuánto va a pagar, porque esto depende de la interpretación de la aplicación 
de dichas normas. Por eso insisto en que no se puede hablar de libre competencia. Este es el primer concepto que quería destacar. 


El segundo concepto que quería señalar es que, si hasta hora, en materia de telefonía celular en el Uruguay ha habido estos 
resultados, son muchos los factores explicativos en juego. Por supuesto que entre ellos está el tipo de servicio que ha prestado 
ANTEL en telefonía celular, y eso juega; pero no olvidemos que la otra empresa es una poderosísima compañía transnacional que, 
seguramente, ha practicado una estrategia que hasta ahora creyó conveniente de su subsidiaria en el Uruguay, pero también 
podría aplicar otra, que es la de aniquilar la competencia de ANTEL. No nos engañemos: estamos hablando de una fuerza muy 
desigual entre nuestra empresa pública y MOVICOM Bell South. Hasta ahora, por una razón que no conozco, la subsidiaria de esa 
gran empresa, uno de los grandes monstruos de la telefonía mundial, ha sido la que todos sabemos. ¿Cuál será en el futuro? No lo 
sabemos, pero eso cuenta, sobre todo, a los efectos de definir una estrategia del comportamiento de nuestra empresa pública en el 
futuro. 


SEÑOR GARGANO.- Me parece muy interesante la reflexión que está haciendo el señor Senador Astori y, justamente, creo que 
esa gran empresa, Bell South, la propietaria de MOVICOM, que es una de las más grandes de los Estados Unidos e internacional, 
podría cambiar su estrategia siguiendo el razonamiento que hacíamos hoy, cuando hablaba el señor Senador Gallinal. Ahora es 
arrendataria de una banda que le otorgó, bajo un sistema jurídico distinto y saltando -un poco a la torera- la propia Ley Orgánica de 
ANTEL, el Directorio que le confirió esa posibilidad de actuar. Usa el RUC -que quiere decir Registro Unico de Contribuyentes- para 
liquidar impuestos, el sistema de conexión con el resto del país, etcétera, que tiene ANTEL. Pero ahora, como ese esquema está 
borrado por el artículo 613 puede, por ejemplo, pasarse a comprar la otra banda, dejar abandonado el arrendamiento y dedicarse a 
hacer lo que el señor Senador Astori pretendía explicar, en fin, cambiar la estrategia. Por ahora cobra en función del arrendamiento 
pero, si mañana es propietaria de una banda, puede tirarse con todo. Seguramente, no repetirá lo que hasta ahora ha hecho, con 
graciosa generosidad, ANTEL -en un caso generosidad y en el otro genialidad de previsión- o sea, dejar entrar primero al privado 
en la telefonía celular porque no sabía que iba a ser importante, cuando en el mundo ya había unos cuantos antecedentes, y entrar 
un año y medio después. 


He escuchado a un integrante de la delegación de SUTEL hablar de "amortiguar la tarifa". No sé si comprendí bien. Tenía entendido 
que durante mucho tiempo ANTEL mantuvo determinadas tarifas en la telefonía celular para permitir que la empresa "competidora" 
-lo digo entre comillas- siguiera ganando dinero. Según lo que entendí de la explicación hecha por el delegado sindical, podría 
haberlas bajado,. Me parece muy bien el razonamiento porque creo que en el futuro el panorama puede cambiar, y en forma muy 
importante, porque si Bell South es dueña de bajar la tarifa, sin tener que pagar arrendamiento, y extender la conexión a todo el 
mundo, también podría hacer varias cosas más. 


SEÑOR ASTORI.- Culmino mi exposición señalando, en el mismo sentido que el señor Senador Gargano, que hay una amplísima 
gama de situaciones posibles. También está algo que hemos visto tantas veces en el mundo, concretamente, en nuestros países 
pobres de América Latina, y es que la empresa transnacional practique una política de precios que arruine al competidor. Esto es 
exactamente al revés, es decir que ella, la transnacional, a favor de su enorme poder financiero, practique una política de precios 
de ruina para el competidor. Eso también puede suceder, y no sólo en materia de servicios telefónicos. 


Quería aportar este razonamiento, porque me parece que es un factor que juega enormemente a los efectos de definir una 
estrategia futura para nuestra empresa pública. 


SEÑORA ZURANO.- Hay un punto que no estuvo en las preguntas que los señores Senadores plantearon en torno a otras 
sociedades anónimas que ya están creadas en el marco de ANTEL, pero que tienen que ver, no con la aplicación del artículo 613, 
sino con otra ley anterior. No nos referimos a las asociaciones fuera del país, sino en el marco de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Hoy existe en ANTEL la llamada ITC Sociedad Anónima, que es una consultora del Organismo que ofrece servicios de 
consultoría a terceros y analiza posibles inversiones en el exterior, que pertenece en un 95% al Ente estatal y en el 5% restante a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. A su vez, está HGSA, que es la que tiene a su cargo la elaboración del portal Mercurio, 
integrada en un 95% por ITC Sociedad Anónima y un 5% por la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Ahora bien, en el marco de la aplicación del artículo 613, con fecha 24 de abril de 2001, el Directorio de ANTEL aprobó la 
resolución N* 644/01 por la cual asume una definición con relación al sector Datos de ANTEL y eleva al Poder Ejecutivo una 
solicitud de autorización para incorporar la subsidiaria ANTEL Data Sociedad Anónima que, en principio, sería estatal y que se 
encuadra en esas herramientas de creación de subsidiarias que el ingeniero Bracco argumentaba como necesarias o 
imprescindibles para la actual situación del mercado. 


SEÑOR RUBIO.- Hace un rato había formulado una pregunta, pero me ocurrió como al señor Senador Gallinal, puesto que quedé 
esperando una respuesta que ahora llega, y la agradezco. 


En el caso del portal Mercurio, ¿cuál sería el marco jurídico habilitante? ¿Se trata de un marco jurídico anterior o es éste? 


SEÑORA ZURANO.- No, señor Senador, es una ley anterior -cuyo número no recuerdo en este momento- a la ley de Presupuesto. 
Me acota un compañero que es una ley de 1999, por la que se faculta a la Corporación Nacional para el Desarrollo a hacer 
asociaciones. De todos modos, podemos hacer llegar a los señores Senadores las resoluciones de creación de estas sociedades, 
en donde se alude al número de ley dentro de la cual se enmarcan. 


SEÑOR RUBIO.- Se trataría, entonces, de las facultades que se dio a la Corporación Nacional para el Desarrollo aplicadas a su 
vínculo con ANTEL y no -digamos- a la inversa. 


SEÑOR GARGANO.- A efectos de seguir el razonamiento que planteaba el señor Senador Rubio, recuerdo que la Corporación 
para el Desarrollo fue autorizada a realizar emprendimientos pero, si no entendí mal, el que hace con ANTEL es aportando la 
Corporación un 5% y ANTEL un 95%. Es la primera vez en la historia de las sociedades que la creadora de una de ellas se coloca 
en minoría y deja en mayoría al socio. 


SEÑOR GONZALEZ.- Después se crea otra sociedad con una integración de 95% por parte de ITC y un 5% de la Corporación 
para el Desarrollo. De esa manera, se triangula. 


SEÑORA ZURANO.- Sobre la base, entonces, de esa ley que como no votamos tampoco leímos con mucha atención, nos 
comprometemos a acercar a la Comisión, a través de su Presidencia, las resoluciones de ANTEL que aluden a la ley y que, por 
supuesto, tienen "vistos" y "considerandos" que será de su interés conocer. 


A continuación, deseo puntualizar tres aspectos, sobre todo, en consideración a la tarea que los integrantes de la Comisión tienen 
por delante, teniendo en cuenta las definiciones que se van a adoptar sobre los datos que se requieren, las deliberaciones, y los 
invitados que se supone serán citados. 


Debemos advertir sobre tres sectores que claramente están en riesgo por el tema de las subsidiarias, en principio, pero también lo 
están por la situación que se presenta en el mercado. Me refiero a ANCEL, sobre el que ya hemos hablado y está bastante claro; a 
DATOS o ANTEL DATA, subsidiaria que se creó recientemente pero cuya idea originaria no pretendía que fuera de propiedad 
estatal en un comienzo. Ese puede ser un primer paso, pero sabemos que el artículo 613 habilita que luego se puedan dar otros 
pasos y, más allá de que en los ingresos de ANTEL la parte de DATOS representa el 6%, es decir, U$S 26:000.000 según el 
Presupuesto del año 2000, es bueno advertir que no se hagan mal las previsiones como ya ocurrió antes con la telefonía celular. 
Se trata de un área que tendrá un crecimiento muy fuerte en el corto plazo. Inclusive, en las intervenciones que realizó el Directorio 
la semana pasada se aludió a la "crema del mercado" y a "quién se queda con la crema del mercado". Ellos son un reducido 
número de clientes, muy poderosos económicamente, que requieren cada vez con mayor avidez una serie de servicios que ANTEL 
tiene alguna dificultad para brindar. Entre otras cosas, la Administración tiene dificultad para eso y para captar la clientela del área 
de datos -que es la "crema del mercado"- porque ya se está dando una competencia desigual. Como saben, antes de que existiera 
el organismo regulador de las telecomunicaciones, desde el área gubernamental se concedió una serie de licencias para operar en 
la transmisión de datos vía inalámbrica. Por lo tanto, lo que antes era un área restringida a ANTEL, que todavía mostraba un 
escaso desarrollo, -y a partir de una docena de licencias concedidas, de las cuales por lo menos la mitad continúa operando y 
algunas son subsidiarias de esas mismas transnacionales que también poseen subsidiarias operando en el sector celular- ahora se 
ha convertido en un mercado de competencia desigual. Digo esto porque algunas de esas compañías privadas subvencionan los 
precios a efectos de ganarse a los grandes clientes, que le compran y contratan con ANTEL el servicio final que llega al cliente, que 


es el que da más ganancia y valor agregado y que la Administración todavía no ha podido desarrollar suficientemente. Una vez que 
estas empresas compran y contratan con ANTEL estos servicios, los revenden al abonado a un precio mucho más barato, 
asumiendo una pérdida por un cierto período de tiempo que esperan, obviamente, recuperar cuando hayan ganado el mercado. 


Esta situación está ocurriendo actualmente, siendo que ya existe un organismo regulador que, con seguridad, se creó, entre otras 
cosas, para evitar lo que está pasando. Digo esto porque, de lo contrario, ¿qué regula ese organismo? Estas prácticas desleales 
deberían ser detectadas, prohibidas y penadas por ese organismo regulador. 


Es aquí donde viene nuestra otra advertencia. Los tres sectores de riesgo -empleo el vocablo en el sentido de cuidar lo que hemos 
desarrollado en ANTEL, que para nosotros es patrimonio nacional y no meramente un conjunto de palabras, sino algo real- son el 
celular, la transmisión de datos y la telefonía internacional. 


Hay que destacar que el papel que juega la URSEC es absolutamente fundamental para nosotros, porque se trata de un organismo 
cuya enorme fuente de poder no podemos desconocer; además, todavía no están las reglas claras sobre la mesa y ya se están 
aplicando políticas de competencia desleal que pueden perjudicar muy seriamente a ANTEL. 


En realidad, nos habría gustado que los artículos nunca se hubieran aprobado, que se hubiera empezado por sentarnos todos a 
discutir, en un marco más amplio, cuál es la realidad del sector de las telecomunicaciones y cuáles los cambios a aplicar. Entonces, 
¿por qué no empezar por la existencia de un organismo regulador, donde se definieran las funciones muy bien? Una vez que el 
regulador determinara las reglas de juego, entonces sí, empezar a jugar. Pero resulta que este partido hace rato que se está 
jugando y el árbitro se nombró cuando ya estábamos en el segundo tiempo. En consecuencia, uno de los jugadores ya tiene el arco 
débil. 


Para finalizar, nosotros vamos por el camino de ambos artículos. Asimismo, somos conscientes de que en la situación actual del 
mercado de las telecomunicaciones, sobre todo en estos tres sectores de riesgo, hay que tomar medidas y dar pasos rápidos. No 
hubiéramos querido tener que transitar por este camino de la derogación de los artículos, sino que hubiera sido deseable que no 
existieran y que estuviéramos analizando otro marco legal a fin de que ANTEL contara con las herramientas necesarias. No 
obstante, continuaremos transitando por él, si el ámbito parlamentario no resuelve otra cosa. Simultáneamente con la derogación 
de los mismos, esperamos la creación de un ámbito donde se elaboren propuestas, porque no nos conforma la eliminación de las 
normas, si queda vigente el marco anterior. Pretendemos un estudio con otras características para que la situación de ANTEL siga 
siendo tan buena como hasta ahora y que dentro de un año podamos publicar balances mejores, incluso, que los que conocen. 


SEÑOR COURIEL.- Retomando las últimas expresiones de nuestra visitante, debo decir que nuestro movimiento político está de 
acuerdo con la necesidad de la derogación de los artículos 612 y 613 para poder avanzar en la nueva legislación. Por lo tanto, voy 
a insistir sobre las características que debería tener la nueva normativa, una vez que se resuelvan los temas derivados de esa 
derogación. 


Lo primero que me preocupa es el brutal avance tecnológico de los medios de comunicación. Todos los días surge un nuevo 
aparatito, como el Internet o el e-mail de bolsillo y, sobre todo, me impresiona la velocidad de esos cambios. 


En segundo lugar, tengo la sensación de que, en relación con los medios de comunicación no se pueda hablar estrictamente de la 
existencia de monopolios naturales. ¿Qué quiero decir con esto? ¿Qué quiero decir con esto? En el caso de ANCAP, existe una 
sola refinería. ¿Puede haber otra? Lo dudo. Habrá que pensar qué hacer con esa refinería, pero hay una sola. Según como se 
proceda, podemos correr el riesgo de pasar de un monopolio estatal a uno privado, lo que no sería bueno. Pero reitero, en este 
caso hay una sola refinería y es muy difícil que haya otra. Tengo la sensación de que en los medios de comunicación esto no 
sucede así, por lo que se pueden instalar diversas empresas. De manera que existe alguna forma de competencia, que podrá ser 
buena o mala, pero la hay. Entonces, en los hechos, en este momento no existe una libre competencia en lo que tiene que ver con 
la telefonía celular, porque hay un acuerdo de precios. Quiere decir que los precios no los fija el mercado, sino que los regula ese 
acuerdo entre empresas. 


La señora Presidenta de SUTEL dijo que la regulación de URSEC es muy importante. Por supuesto que es muy importante, pero 
tratándose de un sector estratégico, creo que la participación del Estado es absolutamente vital. Entonces, por un lado, hay una 
institución que va a regular y, por otro, un Estado que va a participar, con un avance tecnológico impresionante que no lo creamos 
nosotros, sino que vino de afuera y que, en esencia, lo trae el sector privado, y eso lo podemos incorporar. 


Como aquí se dijo, ocurre que el Estado va a participar, pero debe pagar un 26% de aportes patronales o la compra de moneda 
extranjera que no existe para las otras empresas. Pero todo eso es menor si ANTEL está aportando U$S 273:000.000 simplemente 
por utilidades que se lleva el Estado, por decreto. Esto es muchísimo más grave que la compra de moneda extranjera o que el 26% 
de aportes patronales, teniendo en cuenta la capacidad de competencia de ANTEL. 


A la luz de este avance tecnológico y partiendo de algo que puede llamarse telefonía internacional, telefonía celular, trasmisión de 
datos, contenidos, o lo que fuera, me formulo dos preguntas. En primer lugar, si en opinión del Sindicato el sector privado tiene que 
participar en este ámbito, puede hacerlo y es bueno o no que lo haga. En caso de que se considere que está bien esta participación 
del sector privado, habrá que regular la competencia y ver de qué forma se hace. 


En segundo término, me pregunto, a los efectos de que el Estado participe de la mejor manera posible y dadas las modificaciones 
tecnológicas que se dan permanentemente, ¿debe hacerlo siempre solo, como una empresa estatal, o es factible que en alguna 
ocasión o para algunos rubros se asocie con empresas privadas? Si se aceptara la posibilidad de que para algunos rubros existiera 
alguna asociación, ¿qué características debería tener? Pregunto esto porque, personalmente, también me preocupan las 
asociaciones. Por ejemplo, no quiero tener la asociación PLUNA-VARIG, ni tampoco Aerolíneas Argentinas con IBERIA o con 
cualquier otra. Me gustaría saber qué reflexiones les merecen estas dos interrogantes: dados los avances tecnológicos, ¿debe 
participar el sector privado?, y teniendo en cuenta la necesidad de la fuerte presencia del Estado en este ámbito, ¿lo debe hacer en 
exclusividad o asociándose? Por otra parte, si lo hace de esta última forma, ¿qué características tendría que tener esta asociación 
para defender la empresa del Estado? 


SEÑOR URIARTE.- Con respecto al tema de las asociaciones, creemos que a veces son necesarias. Lo que ocurre es que nos 
resistimos a la autorización genérica de las asociaciones o al manejo discrecional de estas. En principio, entendemos que hay 
situaciones en las que las asociaciones están plenamente justificadas. Por ejemplo, como mencionamos hoy, en su momento 
ANTEL participó de ANTEL-SAT. En ese tipo de situaciones, cuando no tenemos la capacidad tecnológica como para desarrollar 
determinados puntos o por simple estrategia, es necesario que exista una asociación. En general, esas asociaciones se dan en 
minoría, pero existe un condicionamiento. Sin embargo, lo más importante es que se ha definido la necesidad de esa asociación. 


El marco actual del artículo 188 habilita perfectamente este tipo de situaciones. A nuestro juicio, simplemente se trata de manejarse 
con la diligencia correspondiente en el ámbito empresarial y político para solicitar la autorización que se requiera al Parlamento, 
aunque quizás se podrían instrumentar mecanismos más rápidos. Creemos que el control parlamentario es importante y es lo que 
da una garantía y hace pública la necesidad de asociarse en determinados emprendimientos porque, en definitiva, se están 
arriesgando los capitales de todos. Si me convencen de que tengo que arriesgar mi capital, lo haré, pero me gustaría saber por 
qué. 


En síntesis, pensamos que en muchos casos existe la necesidad de realizar estas asociaciones. En realidad, el marco 
constitucional lo habilita y, de hecho, se pueden llevar a cabo numerosas asociaciones. Somos partidarios de que se efectúen 
cuando la necesidad lo justifica. Por ejemplo, no creemos que hoy sea necesaria la asociación de ANTEL para solventar proyectos; 
el único proyecto del que se ha hablado y que requiere un gran nivel de inversión es el Plan Mercurio. Aún así, de acuerdo a lo 
conversado con los técnicos, se planteó que se trata de un alto nivel de inversión pero que ANTEL lo puede asumir perfectamente, 
dado que tiene formas de financiación para ese proyecto y, en todo caso, sería más fácil hablar de una autofinanciación. El Ente 
tiene una responsabilidad patrimonial sólida, por lo que no creo que tenga problemas para conseguir esta financiación. De hecho, 
es el único proyecto que requeriría de una gran inversión económica. Entonces, para desarrollar las actuales actividades de 
ANTEL, en este momento no existen graves problemas de financiamiento como para decir que tiene que asociarse con otra 
empresa porque no tiene capital. Lo cierto es que ANTEL cuenta con una tecnología bastante desarrollada y su situación 
patrimonial es buena. Por otra parte, los marcos de desarrollo hacia los que apunta tampoco implican un grado de inversión muy 
importante. De repente, sí debería asociarse en determinados niveles donde el problema no es la falta de financiamiento, sino la 
necesidad de participar en tecnología, puesto que, en este caso, ni aun diciendo "la pago", la consigue. Quizás, la única forma de 
hacerlo sería asociándose. 


Por estas razones, entendemos que las asociaciones no son malas. En realidad, hay que estudiar cada caso en particular, y dar un 
cheque en blanco a las asociaciones siempre es difícil. 


SEÑORA ZURANO.- Quisiera terminar de responder al señor Senador Couriel en cuanto a la pregunta que planteó sobre si somos 
contrarios a que existan otros operadores en el plano de la telefonía celular o de la trasmisión de datos, que de hecho ya los hay. 
Somos conscientes de que en algunas de esas áreas esto es muy difícil, e incluso el Estado debería indemnizar por daños y 
perjuicios a algunos que ya fueron autorizados oportunamente. No estamos planteando ese extremo, pero sí decimos que en los 
sectores en donde esto ya existe -además, en el futuro puede incrementarse un marco de competencia- las reglas de juego son un 
elemento fundamental y jamás pueden ir en detrimento -como ya ocurre- de uno de esos actores o jugadores, que en este caso es 
el Estado. 


Reafirmando lo que decía nuestro asesor, el doctor Uriarte, sobre las asociaciones, nosotros entregamos hace un tiempo a cada 
uno de los Legisladores un pequeño libro que publicamos sobre la base de una investigación que, encargada por SUTEL, efectuara 
un equipo encabezado por el economista Luis Stolovich. Exhortamos a que lean, sobre todo las páginas finales 63, 64 y 65, en las 
que se plantea bajo el subtítulo "Alternativas para SUTEL frente a este panorama que se abre", cuáles son las posibles alternativas. 
Concretamente, se hace una especie de planteo entre una posición extrema de negación, que obviamente no es la posición del 
sindicato y, en el caso particular de las asociaciones o alianzas que se plantean con carácter estratégico, se establece que se debe 
realizar un análisis en cada caso desde la perspectiva de la conveniencia para el país y para la empresa pública. También se dice 
que no estamos con un rechazo ciego y total a la eventual asociación de ANTEL con otras empresas y que dicha asociación tiene 
que responder a una real necesidad y contribuir al fortalecimiento y dinamización de la empresa pública de telecomunicaciones. La 
cuestión será siempre con quién, para qué, cómo y bajo qué criterios, principios y controles se desarrolla esa estrategia de 
asociaciones. Al mismo tiempo, también se trata de aprender -como decía alguno de los señores Senadores aquí presentes- de la 
experiencia de asociaciones que ya se están aplicando en otras empresas públicas, tanto los aspectos buenos como los malos 
para no incurrir en errores. 


No es nuestra intención repasar todo esto, pero básicamente en las tres páginas que acabo de mencionar están algunas de las 
propuestas que evidentemente hay que profundizar y desarrollar. Además, aún no nos hemos transformado en redactores de un 
proyecto de ley articulado y no porque no pensemos que los sindicatos no tienen que proponer; de hecho, lo estamos haciendo. 
Por lo tanto, con relación a qué modificaciones hacer desde el punto de vista jurídico al actual marco -más allá de los artículos 612 
y 613- para dotar a ANTEL de las herramientas que necesita, si bien estamos estudiando, en principio estamos batallando para que 
primero sean derogadas dichas normas. 


SEÑOR GALLINAL.- En estas sesiones que realiza la Comisión, en el marco de las cuales recibe visitas o cursa invitaciones para 
que se exponga sobre determinados temas, se recoge la versión taquigráfica que obviamente luego está librada a la difusión 
pública. Esto me parece muy bien porque ayuda a que toda la ciudadanía se vaya ilustrando a propósito de lo que aquí se trabaja y 
porque además le permite a quienes comparecen ante la Comisión conocer la opinión de quienes estuvieron antes, tal como quedó 
de manifiesto en el transcurso de la sesión de hoy. Esto también me parece muy bien, pero quizá lo que la opinión pública o aquel 
que mañana pueda leer la versión taquigráfica no sepan, es que en principio cuando los señores Senadores comparecemos en 
estas Comisiones y recibimos delegaciones, no lo hacemos con el propósito de discutir con ellas y mucho menos de hacerlo entre 
nosotros, porque para eso se reservan otras sesiones de la Comisión o del Senado. 


Hago esta aclaración porque los visitantes que hemos recibido hoy han realizado un conjunto de cuestionamientos, no poco 
importantes, a las gestiones de anteriores Directorios de ANTEL. En lo personal integré una Administración anterior, y no me parece 
que corresponda rebatir en estas circunstancias las opiniones que aquí han trasmitido. De todos modos, sí creo que corresponde - 
no quiero que pase en silencio- señalar que a mi entender fue una buena gestión la que realizó aquel Directorio. Es más, 
particularmente, me siento muy reconfortado de haber integrado durante tres años el Directorio de ANTEL; creo que se hicieron 
cosas muy buenas. Además, considero que implícitamente hay una contradicción cuando se cuestiona tan duramente la gestión 


anterior ya que, por un lado se señala que ANTEL es una gran empresa y, por otro, se hacen objeciones sobre la actuación de su 
Directorio. Creo que es algo que no se corresponde, porque ANTEL no podría ser una gran empresa si no tiene un Directorio, que 
es su principal autoridad, que trabaje bien. Que se cometieron errores, probablemente sí porque ninguno de nosotros es perfecto; 
que se tercerizaron algunos servicios y se realizaron nombramientos directos, como es el caso de los guardahilos, también es cierto 
-y yo lo hice conjuntamente con aquel Directorio- pero creo que le han prestado un servicio muy interesante a la comunidad a 
través de una nueva modalidad; que quizá se abusó del tema publicidad, probablemente también sea cierto. Sin embargo, a 
propósito de esto creo que los gastos en este rubro no fueron tales, sino una gran inversión en donde hay un crecimiento notorio de 
los ingresos y recursos del organismo en función de la profunda difusión que se le dio respecto a sus servicios. Además, se realizó 
una convocatoria intensa al consumo, lo que trajo resultados muy positivos. No es así nomás que se explica el brutal crecimiento 
registrado en los ingresos presupuestales del organismo durante todos esos años y el notable desarrollo que tuvo la telefonía en 
todas sus manifestaciones, también durante ese período. 


En setiembre de 1995 ingresamos al Directorio de ANTEL y en esa fecha -quizás algunos señores Senadores no lo sepan- no hace 
tantos años, había muchos pueblos de departamentos del interior del país en los que funcionaba el teléfono a manija, mientras que 
actualmente tienen digitalizadas sus centrales y telefonía celular. 


Simplemente quería dejar esta constancia porque verdaderamente me sentí aludido por lo que se dijo, y si nos remitimos a las 
prácticas que tenemos en el Senado, no correspondía -creo que estuve bien en no hacerlo- realizar la contestación en el momento 
pertinente, pero sí por lo menos dejar sentadas estas manifestaciones. De lo contrario, estaríamos frente a la tesitura de escuchar 
una sola campana. 


En consecuencia, creo que lo que esta Comisión debería hacer, para liberarnos un poco de las opiniones que siempre son 
subjetivas -y que lo van a seguir siendo si convocáramos al anterior Directorio de ANTEL o a SUTEL- es convocar entonces a los 
Gerentes de la empresa para que sean ellos los que nos expliquen qué tanto avanzó o retrocedió ANTEL en el transcurso de los 
últimos años. 


SEÑOR BERRONDO.- No vamos a polemizar porque no es este el ámbito indicado. Simplemente queremos reafirmar un poco más 
las palabras de nuestra compañera Presidenta del Sindicato en el tema de las asociaciones y del artículo 612. 


Este es un sindicato responsable que no dice que no por decir, sino que previamente realizamos un estudio a nivel general, global, 
regional y nacional, a efectos de proponer o decir que sí a determinadas cuestiones. Seguramente el señor Senador Gallinal puede 
avalar esto por haber integrado uno de los Directorios de ANTEL. 


Dentro de esta actitud responsable que señalamos y a efectos de que los señores Senadores se puedan manejar - 
lamentablemente no nos acompaña un economista y por ese motivo leemos textualmente lo que en materia de números los 
asesores nos han brindado- queremos referirnos al tema de la inversión que sería necesaria para la telefonía celular, por ejemplo 
para ANCEL. Según los datos estadísticos emanados de Estados Unidos, la inversión global por habitante rondaría los U$S 400 
por abonado. Si consideráramos en números redondos que ANCEL aumentara, de acuerdo con cifras que hemos manejado, entre 
un 20% y un 50% la totalidad de abonados, en ese caso la inversión necesaria sería de U$S 50:000.000. Se trata de una inversión 
sumamente accesible para los financiamientos usuales, teniendo también en cuenta el rápido retorno que implica la inversión en la 
telefonía celular. 


Decimos esto simplemente para que los señores Senadores manejen desde el punto de vista económico por qué nosotros, en este 
caso particular del sector de telefonía celular, no estamos de acuerdo y pretendemos la derogación de dicho artículo. 


SEÑORA ARISMENDI.- Por una cuestión de hora y ante la eventualidad de que la Comisión quede sin número, voy a proponer 
ante la delegación de SUTEL que escuchemos a la URSEC. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de proponer el funcionamiento de la Comisión para la próxima semana, podríamos despedir a los 
representantes de SUTEL y agradecerles su presencia. Sugerimos a los señores Senadores que no se retiren a efectos de 
continuar trabajando para generar acuerdos durante la semana. 


SEÑORA ARISMEND!.- Es muy sensata la opinión del señor Presidente. 
(Se retira de Sala la delegación de SUTEL) 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Habíamos hecho saber al señor Presidente nuestra intención -antes de entrar al capítulo de ANCAP y de 
normas sobre funcionarios, que son los otros dos proyectos de ley que tenemos a estudio- de continuar tratando el jueves próximo 
el tema de ANTEL, para mantener la unidad de pensamiento. Como los señores Senadores han participado con entusiasmo, me 
parece que tiene que ser una reunión de la Comisión para conversar acerca de los proyectos que tenemos, y a partir de ahí 
resolver si continuamos durante seis sesiones más o invitamos a otros actores. A esta altura, teniendo una normativa que está en 
cierto proceso y dos proyectos claramente antagónicos, me parece que la Comisión se debe, por lo menos, un intercambio de ideas 
y si es posible avanzar en las decisiones. De lo contrario, se seguirá trabajando para buscar las soluciones. 


SEÑOR RUBIO.- En relación con los proyectos, teníamos el propósito de incorporar a esta Comisión el que presentamos acerca de 
Sistemas de Contralor Público, fundamentalmente por el Tribunal de Cuentas y otros organismos, de los emprendimientos mixtos 
en los cuales el Estado participa en el país o en el extranjero, que fue incluido en el trámite del Presupuesto, oportunidad en que se 
resolvió que fuera hacia alguna Comisión, no recuerdo cual. En tal sentido, vamos a solicitar a la señora secretaria que localice 
dónde está dicho proyecto a los efectos de que se eleve a esta Comisión ya que tiene mucho que ver con estos temas. De ese 
modo, en la reunión del Plenario podremos plantear que dicho proyecto de ley se derive a esta Comisión. 


SEÑORA ARISMENDI.- No tengo inconveniente en abrir la posibilidad de intercambiar opiniones en la próxima sesión, pero creo 
que acá falta un elemento importante; por eso he propuesto que nos visiten los representantes de la famosa Unidad Reguladora 
para que nos cuenten acerca de sus planes. Tanto el Directorio como el sindicato de ANTEL señalan el papel que tiene en este 
momento la URSEC con respecto al tema que nos aqueja, por lo que me parece que es un elemento a incorporar. 


No me niego a lo que propone el señor Senador Atchugarry en el sentido de abrir una ronda de discusión el jueves que viene, pero 
digo que nos falta escuchar a una parte de los actores que están involucrados en esta situación. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Cada señor Senador puede tener derecho a hacer su propio juicio a propósito de las opiniones que 
quiere oír -para eso estamos acá- y también nosotros podemos tener nuestra propia opinión. En realidad, aquí hay dos proyectos 
de ley muy claros: uno que dice que se derogan dos artículos del Presupuesto y otro que expresa que se interponen tales 
gestiones. En definitiva, estamos hablando de si se requiere una ley o si derogamos dos artículos. 


Con respecto al tema concreto, todos sabemos, más o menos, de lo que estamos hablando, habida cuenta de que todos hemos 
presentado proyectos, unos que quieren derogar y otros cambiar. De alguna manera, partimos de la base de que ya tenemos cierto 
entendimiento del asunto. Igualmente, durante la semana podremos buscar entendimientos y acuerdos en las conversaciones que 
haremos. 


SEÑOR MICHELINI.- Más allá de los aspectos técnicos, me parece que acá hay un tema político y no de estudio. Los partidos 
tenemos decisiones políticas; personalmente, no quiero que se venda el 40% de ANCEL y propuse un mecanismo para evitarlo. En 
todo caso, si un día se decide vender el 40%, debe haber una discusión parlamentaria -en mi opinión no la hubo- y una nueva 
definición. Entonces, creo que debemos tomar una decisión al respecto. 


Hay otro proyecto -a mi juicio no es tan antagónico- que propone derogar el artículo 612, que pude ser otra manera de evitar eso. 
Cada uno verá de qué forma se logran las mayorías necesarias para alcanzar los objetivos políticos que cada partido se plantea en 
esta instancia. 


No le daría más vueltas al asunto. Con mucha sinceridad digo que no deseo que el día de mañana ciudadanos muy respetables - 
algunos han estado acá- digan que el Parlamento pasa meses y meses deliberando acerca de un tema y genera incertidumbre y 
poca claridad respecto a lo que los habitantes van a firmar. En tal sentido, me parece que sería muy bueno que en la próxima 
semana, o en quince días, los partidos políticos expresaran su voluntad frente a los proyectos presentados, en este caso, uno del 
Nuevo Espacio y otro del Frente Amplio. De repente se vota uno, o quizás se vota otro, pero es importante que se defina, y a partir 
de ahí, si la Comisión lo considera necesario, podremos estudiar otros aspectos vinculados a la telefonía, por ejemplo, invitando a 
los representantes de la Unidad Reguladora que, personalmente, sería algo muy bueno. 


Sin embargo, esto no hace al planteo político que estamos viviendo en estos días ni -por lo menos, en lo que me consta- a lo que 
nos llevó a impulsar el proyecto que hemos presentado o al que ha presentado legítimamente el Frente Amplio. 


SEÑOR GARGANO..- Voy a hacer dos aclaraciones y a dar una opinión, comenzando por esta última. 


En primer lugar, me parece bien que el jueves próximo sigamos tratando el tema ANTEL con el criterio con que continuaremos 
hasta que sea necesario para terminar. En segundo término, me parece conveniente que vengan los representantes de URSEC, 
para conocer quiénes son los miembros de dicha Unidad Reguladora, la apoyatura legal que se tuvo para crearla, cuál fue el 
procedimiento de selección de personal propio, cuál es su cometido y cómo están trabajando. 


SEÑOR GALLINAL..- Eso figura en la ley. 


SEÑOR GARGANO.- No, señor Senador; en la ley no está todo. Me refiero a los cometidos generales. Tampoco figura el 
procedimiento de designación, ya que sólo se indica que estará a cargo del Poder Ejecutivo. 


De modo que hago mía la propuesta de que concurran la próxima semana. 


Por último, deseo hacer una aclaración, aunque no sé si es necesario. Sobre los temas en discusión, la fuerza política a la que 
pertenezco opina que deben derogarse los artículos 612 y 613 y, por ahora, al menos oficialmente, no mantiene negociación con 
ninguna otra fuerza política. 


SEÑORA ARISMENDI.- No voy a hacer cuestión de si viene o no el próximo jueves la Unidad Reguladora, pero creo que sí es un 
tema fundamental. Aquí se ha hablado de dos proyectos de ley que están sobre la mesa; todos sabemos cómo se llega a eso. Pero 
podemos estar discutiendo un día o dos, o ninguno, y levantar la mano -como se hizo con el Presupuesto, es decir, con los artículos 
612 y 613- mientras la Unidad Reguladora define sobre la realidad. Mientras tanto, dicha Unidad trabaja y después puede sentarse 
a "carcajearse" de la discusión parlamentaria. Aclaro que no estoy diciendo que esa sea su intención. Pero, objetivamente, uno 
siente que va a discutir en el ámbito parlamentario lo que la Unidad Reguladora o el Poder Ejecutivo están resolviendo en otro lado. 
Se han dado opciones para transitar para el camino indicado por el Directorio o por el sindicato o, incluso, por el señor Senador 
Astori. Sin embargo, mientras discutimos si derogamos o no esos artículos, si los modificamos o los sustituimos por otros, 
dependiendo de la actuación de la Unidad Reguladora, podrá o no ser una discusión ociosa. Nadie entienda que estoy atribuyendo 
intencionalidades. 


SEÑOR MICHELINI.- Si todos estamos de acuerdo en votar el proyecto de ley del Frente Amplio, adelanto que lo voy a acompañar. 
Si no hay mayorías para eso, aspiro a que la telefonía celular no se venda, ya sea enajenando el 40% de ANCEL o mediante lo que 
planteó el sindicato, es decir, todo lo que legalmente se puede hacer a través del artículo 613. 


En la medida en que pasemos sesiones y sesiones discutiendo, sin que el Parlamento derogue algún artículo o establezca 
mecanismos de freno -ingeniosos o no- cada día que pase se podrá hacer lo que había planteado el sindicato. Aspiro -no me refiero 
a la Unidad Reguladora, puesto que no está planteada en ninguno de los artículos presentes- a que, respecto a los artículos 612 y 
613 el Parlamento exprese opinión, ya sea derogándolos, limitando mecanismos y aprobando alguna propuesta, la del Nuevo 
Espacio u otra. Pero, ¡hagámoslo ya porque, a medida que pasa el tiempo, todo esto puede pasar y estamos cruzados de brazos! 


SEÑORA ARISMENDI.- No hago cuestión; además, esto lo discutiremos el jueves. A veces nos pasa que, al discutir sobre cómo 
vamos a polemizar, terminamos hablando sobre el tema de fondo. Eso lo deberemos hacer el jueves, y llegar a la conclusión de 
qué es lo que se debe hacer. 


Comparto el planteo del sindicato, acerca de derogar los dos artículos, más allá de la picardía jurídica que puede significar, como 
señalaba algún señor Senador, el derogar toda la Carta Orgánica mediante el voto negativo a uno de estos artículos. De todos 
modos, esa es una discusión jurídica de otro tipo. Pero esto no cierra el problema. Estoy convencida que derogar los artículos 612 
y 613 no es el fin del problema, porque no se trata de todo o nada, sino de derogar esto para transitar por determinados caminos 
que necesita ANTEL. No deseo que me ubiquen donde no estoy. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que el tiempo que transcurra sin definir el tema relacionado con las telecomunicaciones, es pésimo para 
Uruguay; creo que también lo es para mi fuerza política, ya que está embarcada en un referéndum y la coexistencia de dos ámbitos 
con ambigúedades, traba todo. Pienso que el tema de las telecomunicaciones, estratégicamente, es el más importante que tiene 
Uruguay. Estimo que si no tenemos, por la vía del sector público o privado, multinacional o nacional, acceso universal a Internet, 
desaparecemos como sociedad capaz de participar en este mundo. Quien no entienda esto no sabe qué sucede en materia de 
telecomunicaciones en el mundo. 


Por consiguiente, creo que hay que definir y estamos en condiciones de hacerlo. Esto no es incompatible con escuchar a la 
URSEC. Sería altamente conveniente que fijáramos dos sesiones de trabajo, relativamente intensas, luego de las cuales este tema 
quede delimitado en forma definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo a lo propuesto, esta Comisión se reunirá el próximo jueves a fin de tratar los proyectos 
presentados. 


SEÑOR ASTOR!.- Sin perjuicio de que el jueves nos podamos dedicar al estudio de este tema, creo que no se entendería mucho 
no convocar a la Unidad Reguladora. Visto esto de afuera, no se podría entender. Si esa es una de las claves del futuro de las 
telecomunicaciones y esa Unidad no pasa por aquí, significaría que este Parlamento no ha tratado bien el problema. Aclaro que no 
me opongo, pero el jueves voy a insistir en esta propuesta. Estimo que no se puede adoptar una definición, aunque las cosas estén 
cantadas políticamente, sin que la Comisión haya conocido, ya no escuchado, lo que es la Unidad Reguladora de 
telecomunicaciones. ¡No se puede concebir, es un flanco débil para cualquier posición que se defienda! 


No me opongo a que el jueves empecemos a discutir, pero, adelanto que reiteraré mi propuesta. Tampoco quiero forzar la posición 
del señor Senador Atchugarry, que me parece legítima. Pero creo que la presencia de esa Unidad es una pieza infaltable en una 
discusión de este tipo, independientemente del resultado. Aclaro que no pretendo dilatar nada. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que el señor Senador Michelini ya ha dicho más claro que quien habla que es necesario reflexionar 
políticamente, y determinar en qué lugar estamos. No me niego a que concurra esta Unidad; por mí, puede venir setecientas veces. 
Además, no es una Unidad secreta. Pero no me gustaría seguir consultando y postergando esta decisión. 


SEÑOR ASTORI.- No es esa mi propuesta. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- De la misma manera que tampoco era la nuestra terminar el trabajo de la Comisión sin haber tomado 
contacto con la realidad. 


Creo que todos ya nos entendimos y no tenemos inconveniente en escuchar una y mil veces a la Unidad. Tenemos la intención de 
avanzar un poco en las discusiones políticas. Me para que, en el fondo, a todos nos sirve acelerar un poco la adopción de 
decisiones, sin perjuicio de que luego, a fin de redactar las normas y complementar ideas, se escuche la opinión de la Unidad. 


SEÑOR ASTOR!I.- A esta altura, todos conocemos nuestras definiciones políticas, y no tenemos que hacernos trampas. Pero doy 
un paso más: creo que no debería haber una formalización de esas definiciones sin escuchar a la Unidad Reguladora. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Hagámoslo el lunes. 


SEÑOR ASTORI.- ¿Por qué el lunes? Esta Comisión se reúne los jueves, y no olvidemos que hubo que dejar de lado a otras 
Comisiones para hacerlo. Dicho sea de paso, no sé qué vamos a hacer con la Comisión de Hacienda, porque hay varios asuntos 
que tratar. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Lo más importante de nuestra propuesta era seguir hasta agotar ANTEL antes de comenzar con los otros 
capítulos, y avanzar en las definiciones. Como señalaba el señor Senador Astori, hay fuerzas políticas que ya tienen una definición 
muy clara; pero nosotros, digamos, somos un poco más flexibles, para utilizar un término en boga, puesto que estamos 
escuchando, etcétera. 


SEÑOR ASTORI.- Entonces, con más razón, señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Estamos escuchando y viendo lo que está planteado: se deroga, se requiere una ley o se deja como está. 
Aquí no se trata de toda la política de telecomunicaciones, sino que estamos hablando del patrimonio de una empresa concreta. 


En cualquier caso, no conviene discutir más, porque estamos dispuestos a escuchar, pero también queremos avanzar un poco en 
las definiciones políticas. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que si nos reunimos el próximo jueves para tratar el tema concreto de los proyectos, vamos a 
avanzar poco y seguramente quedará pendiente lo de la Unidad Reguladora. No creo que sean tan claros los argumentos respecto 
a pronunciarmos en función de la URSEC porque, en realidad, hay un mundo jurídico que existe y en función de él está actuando 
esa Unidad. La Ley de Presupuesto está vigente y aquélla está actuando en función de ésta. Si nosotros la derogamos, dejará de 
actuar en función de eso; si no lo hacemos, seguirá actuando y si la modificamos, actuará en función de las modificaciones. 


En fin, pediría al señor Senador Atchugarry y a los restantes compañeros que convoquemos, si bien en principio yo me afiliaba a la 
posibilidad de discutir el tema el próximo jueves, a la URSEC para ese día para que en función de ello decidamos después. Si no 
es así, todo lo que hoy queremos avanzar lo perderemos luego en tiempo. En todo caso, si se quiere ser más contemplativo, 
podríamos reunirnos la semana que viene a las 9 de la mañana para recibir a la URSEC -lo cual nos podría llevar algo así como 
una hora y media- y luego pasaríamos a discutir los proyectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá, señor Senador. 


SEÑORA ARISMENDI.- Comparto la propuesta hecha por el señor Senador Gallinal, no obstante lo cual quiero dejar una 
constancia. 


También cuando en el Presupuesto nacional se votaron los artículos 612 y 613 además de otras disposiciones, supuestamente 
todas las fuerzas políticas tenían todo clarito y levantaron sus manos en función de ello. No me impresiona el señor Senador 
Atchugarry cuando se hace el enérgico o se pone enérgico. Repito que no me impresiona, porque él estará muy convencido de que 
hay que apurar y yo lo estoy de que cada vez que apuraron, metieron la pata y lo puedo demostrar. Por ejemplo, puedo hablar del 
14% de IVA y también de cuando, con sorpresa, descubrimos algunas cosas que se han votado en este Parlamento o lo que se nos 
contesta cuando preguntamos cómo se votaron U$S 67:000.000 y no U$S 110:000.000 en torno al tema de los asentamientos 
precarios. 


Repito que por esas cosas el señor Senador Atchugarry no me impresiona y, por lo tanto, dejo sentado que "poner la pata" en el 
acelerador, no significa tener razón. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Estoy de acuerdo; pero sobre todo eso vale para los que han presentado proyectos. 
(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 10 minutos.) 
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